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1. Introducción 

     Con este trabajo se busca analizar el conflicto socio-ambiental que se vivió en el municipio de 

Cabrera, Cundinamarca, a raíz de la propuesta y estudios para ejecutar el proyecto hidroeléctrico 

El Paso. El análisis busca exponer lo que he denominado como «proceso de disputa» en el que se 

identifican los actores involucrados y se revisan sus puntos de vista con respecto al proyecto, sus 

argumentos y cómo se enfrentan. 

     Este trabajo de grado permitirá un nivel de comprensión sobre los puntos de vista y dinámicas 

de los actores sociales involucrados en el conflicto, en la relación con la naturaleza. También, 

permite revisar y entender la modalidad de hidroeléctrica por filo de agua para analizar sus pros 

y contras. La ZRC de Cabrera tiene un carácter y vocación de ruralidad donde predominan las 

actividades agrícolas y pecuarias como medio de subsistencia. Este trabajo de grado sirve como 

analogía sobre lo que ocurre en otros territorios de vocación rural cuando se impone un 

megaproyecto de extracción. Además, permite la revisión en la aplicación de la figura jurídica de 

la ZRC en la realidad. Con la información que aquí se expondrá, se puede reflexionar sobre 

cómo abordar un conflicto socio-ambiental.  

 

1.1. Antecedentes 

     La crisis ambiental ha sido un tema de importancia global desde hace ya varias décadas, el 

cual se ha vinculado a procesos económicos, sociales y políticos, y su relación con la naturaleza 

(Botia y Preciado 2019). En Cabrera, como lo menciona Bárbara C. Silva en su texto Luchas 

campesinas y resistencia frente a los conflictos ambientales en la Zona de Reserva Campesina 

de Cabrera, Cundinamarca: una alternativa territorial para la paz, los conflictos socio-

ambientales surgen de la imposición «la introducción de técnicas y estrategias en el uso del suelo 

rural diferentes a las tradicionales, así como por la explotación indiscriminada de materias 

primas, recursos y servicios ecológicos a merced de las solicitudes económicas» (p.46). El 

proyecto hidroeléctrico El Paso supone la explotación del agua como materia prima de manera 

diferente a como se viene utilizando. 

     La investigación llevada a cabo por Bárbara C. Silva, mencionada anteriormente, identifica 

conflictos ambientales en Cabrera relacionados con: «pérdida de la biodiversidad, contaminación 

de las fuentes hídricas y de los suelos, expansión de la frontera agrícola, introducción de estudios 

para la realización de megaproyectos y proyectos de extracción, y cambio en las condiciones 
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climáticas» (Silva, 2015, p.48). El proyecto hidroeléctrico El Paso fue identificado como el 

conflicto de mayor tensión en el territorio. Este conflicto, como otros, se basan en «la diferencia 

de posiciones o intereses frente al control y manejo de recursos y bienes» (Walter 2009 citado en 

Silva, 2015, p.47).  

     En diversos estudios sobre Cabrera se menciona el proyecto hidroeléctrico como una amenaza 

para los habitantes de este municipio ya que la relación de los campesinos con la naturaleza se ve 

seriamente afectada. Esto se debe a que la intervención de actores nacionales y externos en los 

territorios no solo generan situaciones de desigualdad e injusticia social, sino que también 

produce una transformación en las formas en que los habitantes del territorio se relacionaban con 

el mismo, y en consecuencia, se modifican los significados de la tierra. Sin embargo, no se 

conoce una revisión profunda que lleve a concluir sobre la pertinencia o no del proyecto 

hidroeléctrico El Paso. 

     Lorena Torres en su tesis de pregrado Proyecto Hidroeléctrico «El Paso»: disputas por el 

agua y el territorio en el municipio de Cabrera, Cundinamarca (Colombia) hace una revisión de 

las distintas concepciones del agua y la naturaleza para después hacer un análisis de las disputas 

por el agua y el territorio entre las comunidades campesinas de Cabrera, Cundinamarca y la 

multinacional EMGESA, a partir de la posible implementación del proyecto hidroeléctrico El 

Paso.  

     Este análisis parte de la mención clásica de la división entre naturaleza/cultura «en la cual la 

primera es comprendida como un elemento externo al ser humano, de la cual se extraen las 

materias primas para la industrialización y crecimiento económico de las sociedades» (Torres, 

2015, p.3). Y también se menciona el concepto de naturaleza social bajo el que «se comprende la 

naturaleza como una construcción social en la que confluyen diversos agentes y relaciones de 

poder que determinan quién, cómo y bajo qué regímenes se transforma la naturaleza» (p.3).  

     Hay tres dimensiones que enmarcan las formas en las que se percibe el agua. Clara Judyth 

Botia y Jair Preciado, en su estudio Resiliencia comunitaria: Defensa del agua y el territorio en 

la cuenca del río Sumapaz, Colombia, introducen las dimensiones del agua-vida, el agua-

ciudadanía y el agua-negocio. Las comunidades campesinas consideran el agua como un 

elemento imprescindible en la vida de cualquier ser vivo, «pues no solo reclaman como 

necesario el acceso al agua por parte del ser humano, sino también para la tierra, las plantas, los 

animales y los cultivos que requieren consumir agua para vivir» (Torres, 2015, p.23). Esta 
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postura se enmarca bajo la dimensión agua-vida. EMGESA percibe el territorio y el agua como 

mercancías hidroenergéticas; esto representa una dimensión agua-negocio.  

     El agua es un recurso vital para todos los seres vivos en el mundo. En Cabrera se dice que el 

agua es vida y el proyecto hidroeléctrico El Paso quiere convertir el agua en mercancía (Torres, 

2015). Es decir, además de que el agua y el acceso a esta se ven afectadas por el cambio 

climático, contaminación y una distribución desigual, se le suma la presencia de proyectos 

hidroeléctricos que parecen no respetar los significados que se le atribuyen, ni las relaciones que 

los campesinos tienen con el agua.  

     Con base en lo expuesto anteriormente, los autores han afirmado la postura de las 

comunidades campesinas frente al proyecto, quienes se encuentran en desacuerdo con el mismo, 

pues implicaría una transformación de la naturaleza, el territorio y la forma de relacionamiento 

con los mismos (Torres, 2015). 

     El estudio de Clara Judyth Botia y Jair Preciado introduce el concepto de resiliencia al revisar 

los procesos de defensa del agua y el territorio. Se explica que «una sociedad es resiliente cuando 

ejerce la democracia participativa y exige la transparencia en la gestión pública» (Uriarte 2013, 

citado en Botia y Preciado, 2019, p.8). Esta concepción se ejemplifica en la gestión comunitaria 

del agua en la cuenca del río Sumapaz. 

     Las comunidades no tienen total claridad de las obras que se ejecutarían con el proyecto 

hidroeléctrico El Paso; aun así, están adelantando «estrategias de reapropiación del territorio 

aumentando su conocimiento sobre la problemática socio-ambiental del proyecto y generando 

procesos de movilización social en defensa del páramo y el recurso hídrico como pilares de la 

economía campesina» (Botia y Preciado, 2019, p.14). 

Esto evidencia que:  

 
en la cuenca del río Sumapaz, la resiliencia comunitaria se traduce en un fortalecimiento de los 
actores locales y comunitarios que comparten preocupaciones en torno al agua y se apropian de sus 
realidades territoriales construyendo una conciencia crítica sobre el ser, el estar, el hacer y el 
transformar en su territorio. (Botia y Preciado, 2019, p.1) 

  
     En la búsqueda de defender sus relaciones y los significados de la naturaleza, las 

comunidades campesinas han luchado y expresado la necesidad de autonomía al gestionar sus 

territorios. Diego Fernando Silva, en su investigación Construcción de territorialidad desde las 

organizaciones campesinas en Colombia acude a la explicación de territorio y el proceso de 
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territorialización para analizar las experiencias de organizaciones campesinas, como el Sindicato 

de Trabajadores Agrícolas de Sumapaz (Sintrapaz) o la Asociación Campesina del Valle del Río 

Cimitarra (ACVC), pero aquí solo nos referiremos a la primera.  

     El territorio se define como «un conglomerado de redes, tramas y superficies, de relaciones, 

procesos y conflictividades que se van dando históricamente a partir de las acciones de 

comunidades e instituciones que ejercen un poder para controlar órdenes y gestionar 

posibilidades» (Silva, 2016, p. 639). La territorialización se refiere a «este proceso de 

apropiación y de construcción sociopolítica por parte de actores de carácter dinámico y 

conflictivo» (Silva, 2016, p.638).  

     Las organizaciones campesinas en Colombia han llevado a cabo procesos de lucha y gestión 

de los espacios sociales necesarios para la expresión de la autonomía como 

pueblo, como comunidad política (Silva, 2016).  

      Sintrapaz, «por medio de planes de desarrollo propios y de un gran número de iniciativas 

(…), creando redes y nodos donde fluye información, trabajo y energía» (Silva, 2016, p.644) han 

gestionado sus territorios. En este caso la ZRC es la configuración principal que permite la 

autogestión del territorio. La ZRC es una figura de ordenamiento ambiental y que permite la 

garantía de los «derechos sociales, económicos y culturales de los campesinos, su participación 

en las instancias de planificación y decisión regionales y las características de las modalidades de 

producción» (artículo 80 citado en Silva, 2015, p.44).  

     En la defensa del territorio y sus recursos, actores inmersos en los conflictos socio-

ambientales de la ZRC de Cabrera, recurren a prácticas y estrategias de resistencia tales como 

acciones de movilización (asambleas, foros, encuentros, marchas, plantones) y acciones de 

activación e intervención (denuncias, demandas, talleres, jornadas de sensibilización). En 

Cabrera se ha hecho uso de estas prácticas en las luchas frente a los conflictos para hacer 

escuchar sus opiniones al respecto. Como fruto de estas estrategias, han surgido herramientas 

tales como el Plan de Desarrollo Sostenible de la Zona de Reserva campesina de Cabrera, 

Cundinamarca liderado por Sinpeagricun (Sindicato de Pequeños Agricultores de 

Cundinamarca), la Declaratoria Sumapaz en debate: campesinos y ambientalistas en defensa del 

territorio y del agua liderado por Sintrapaz, y el video documental En defensa del río Sumapaz 

producida por el Comité de impulso, con apoyo de la UNIMINUTO (Silva, 2015).  
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1.2. Metodología 

     Mediante la identificación de los actores involucrados, los puntos de vista y argumentos de 

cada uno, y la interacción entre estas opiniones –o el proceso de disputa-, el trabajo de grado 

aquí expuesto busca analizar el conflicto socio-ambiental que se vive en Cabrera tras la 

formulación del proyecto hidroeléctrico El Paso. Dicho estudio se llevará a cabo en Cabrera, 

municipio de la región del Sumapaz. Específicamente, involucra a aquellas organizaciones 

sociales o instituciones que puedan estar involucrados en la disputa por el proyecto 

hidroeléctrico. 

     Para este propósito es necesario partir de las perspectivas, vivencias, conceptos y significados 

que manejan los distintos actores involucrados. Estos datos se expresan a través del lenguaje 

escrito, verbal o no verbal, y las formas de actuar en el entorno.  

     En primera instancia se llevó a cabo una revisión documental. Esta técnica permitió que el 

investigador se contextualizara con la situación que se estudia. Dentro de los documentos 

revisados se incluyen aquellos escritos para expresar la opinión de algún actor, escritos técnicos 

que explican el funcionamiento de la hidroeléctrica, y otros, que tienen como propósito explicar 

la organización y funcionamiento de instituciones.  

     Para capturar la intención de la empresa EMGESA, al realizar el proyecto hidroeléctrico El 

Paso, y cómo se ejecutaría y funcionaría el mismo, se revisaron documentos elaborados por la 

empresa –como el Estudio de Impacto Ambiental y una carta en respuesta a las críticas hechas 

por ILSA- así como otros artículos elaborados por terceros hablando sobre las hidroeléctricas y 

sobre esta en específico.  

     De igual forma, se revisaron artículos que recuentan la opinión de los cabrerunos acerca del 

proyecto El Paso y recuentos de actividades en protesta o con el fin de detener la ejecución de 

dicho proyecto. También se acudió al Plan de Desarrollo Sostenible y otros textos que 

evidenciaran la forma de vida que se lleva en esta zona. El proyecto de grado también contó con 

entrevistas realizadas –bajo el proyecto de investigación «Configuración de la Zona de Reserva 

Campesina (ZRC) de Cabrera y construcción de paz territorial», financiado por la Vicerrectoría 

de investigaciones de la PUJ- dentro de Cabrera, a líderes sociales y miembros de la comunidad, 

que permitió obtener datos sobre las conductas y expresiones de los actores en relación con el 

proyecto en cuestión.  

     Por último, se revisaron documentos estatales relacionados con la normativa de la actividad 
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extractivista, específicamente del sector minero-energético, sobre la inversión extranjera, la 

regulación medioambiental y distintos factores de ordenamiento territorial. Adicionalmente, se 

indagó sobre la autonomía territorial otorgada a las comunidades campesinos; se revisaron los 

marcos normativos de dichas figuras –como la Zona de Reserva Campesina-, los derechos y 

deberes de dichos grupos, y los compromisos del Estado para con estas formas de autonomía 

territorial.  

     Hernández, Fernández-Collado y Baptista (2006) ofrecen una propuesta de procedimiento 

para el análisis de los datos que se aplicó en esta investigación. La «coreografía», como la 

denominan dichos autores, consiste en hacer reflexiones sobre los datos de las observaciones y 

revisiones documentales para ver cómo se intersectan, apoyan o contradicen los argumentos de 

EMGESA y los de la comunidad de Cabrera. Entre tanto, las normas establecidas por el Estado 

pasan a un segundo plano, pues son las herramientas que sustentan o derrumban los argumentos 

de los otros dos actores. Con este proceso, se quiso evidenciar aspectos esenciales para 

comprender el proceso de disputa alrededor del proyecto hidroeléctrico El Paso.  

 

1.3. Estructura temática 

     Este trabajo hace primero una contextualización geográfica del área de estudio. En este caso 

se menciona la ubicación del municipio de Cabrera dentro de la región del Sumapaz. Debido a su 

cercanía al páramo, el municipio cuenta con unas características ambientales específicas. 

También se hace una descripción de la población y de otros rasgos demográficos. Por último, se 

describe la vocación económica que tienen los cabrerunos.  

     Después, se hace una revisión de los actores involucrados y sus principales argumentos a 

favor o en contra del proyecto hidroeléctrico El Paso. En un primer capítulo se habla sobre el 

proyecto hidroeléctrico El Paso. Aquí se hace un repaso de sus aspectos técnicos, se introduce a 

la empresa encargada de dicho proyecto, EMGESA, y se mencionan sus argumentos a favor de 

El Paso y los métodos utilizados para llegar a la comunidad de Cabrera. En el siguiente capítulo 

se hace una contextualización de la Zona de Reserva Campesina en Cabrera, pues esta figura 

cubre a todo el municipio y tiene algunas implicaciones en cuanto a la autonomía, organización 

territorial y la intervención de empresas en el territorio. Acto seguido, se introduce algunas de las 

organizaciones campesinas líderes en el territorio, sus argumentos y las principales acciones 

llevadas a cabo para detener el proyecto hidroeléctrico El Paso.  



12	
	

     A continuación, se hace una breve mención de las herramientas jurídicas que ofrece el Estado 

y son utilizadas por la empresa, para justificar la ejecución de la hidroeléctrica, o son utilizadas 

por los campesinos de la ZRC de Cabrera, para fortalecer la defensa de sus territorios y los 

recursos que allí se encuentran. Hecho esto, se entra a hacer un análisis de la interacción entre los 

actores. Por ello, se revisa las concordancias y contradicciones entre los puntos de vista –de 

EMGESA y de los campesinos de Cabrera- frente al proyecto hidroeléctrico El Paso. 
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2. Marco teórico 

2.1. Conflictos (socio)ambientales 

     Los conflictos ambientales son reflejo de las interacciones entre sociedad y naturaleza. De 

hecho, Folchi (2001) atribuye la causa de dicho conflicto a una tensión ambiental producida por 

una inestabilidad en la relación de una comunidad y su hábitat. Los conflictos ambientales son un 

tipo de conflicto social (Walter, 2009) basado en un daño sobre el mismo ambiente. Más 

específicamente, son «conflictos relacionados con el daño a los recursos naturales, donde la 

oposición proviene principalmente de actores exógenos, por lo común activistas de 

organizaciones ambientalistas» (Walter, 2009, p.2). Hay una constante discusión sobre la 

diferencia o similitud entre este y conflictos socio-ambientales; sin embargo, la autora afirma que 

son iguales, pues al ser un tipo de conflicto social, ya está implícito el ámbito social en este.  

     Otra forma de definir un conflicto ambiental es como «una divergencia o incompatibilidad 

entre dos o más objetivos o intereses en pugna dentro de un sistema» (Pérez-Rincón, 2014, p.14). 

Es decir, un conflicto socio-ambiental es un hecho social donde se contraponen intereses, 

derechos, perspectivas y lógicas de diferentes actores -individuos, etnias, clases, etc.- (Fontaine, 

2003). Las discusiones aquí mencionadas son producidas por las diferentes formas de 

apropiación de los servicios ecosistémicos1 y sus consecuencias para distintos grupos. En 

general, se pueden comprender los conflictos ambientales como  

 
los impactos ambientales generados por los seres humanos en los procesos  
de adaptación al medio ecosistémico, procesos que se han sustentado a través de los 
modelos culturales los cuales han sido consolidados históricamente sobre la base de la 
transformación de la naturaleza. (Ángel, 1996, citado en Valencia, 2007, p. 37) 
 

     Estas conflictividades se deben «analizar desde una visión integral y compleja, en donde se 

tenga en cuenta tanto el ecosistema, como el sistema cultural» (Valencia, 2007, p.37). Por tal 

motivo, es necesario revisar los diferentes enfoques que se han utilizado en el estudio de 

conflictos ambientales. Anterior a esto, se revisan los distintos motivos por los que, según los 

autores consultados, se originan los conflictos ambientales. 

 

																																																								
1 «la multitud de beneficios que la naturaleza aporta a la sociedad (…) hacen posible la vida 
humana, por ejemplo, al proporcionar alimentos nutritivos y agua limpia; al regular las 
enfermedades y el clima; al apoyar la polinización de los cultivos y la formación de suelos, y al 
ofrecer beneficios recreativos, culturales y espirituales» (FAO, 2019). 
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2.1.1. Cómo se originan 

     Como se mencionó anteriormente, los conflictos ambientales se deben a una tensión 

ambiental producida por la inestabilidad que se puede presentar en la relación de una comunidad 

y su hábitat (Folchi, 2001). Fontaine (2003) explica que puede haber conflictos de interés, 

conflictos de motivación –donde está en disputa la eliminación o reformulación de valores-, y los 

conflictos de objetivo.  

     Históricamente, las especies –incluyendo a los seres humanos- se asientan en espacios que 

son favorables porque proveen los medios y recursos que se necesitan para vivir (Folchi, 2001). 

Esta «relación sociedad/naturaleza específica tiende a hacerse <tradicional> o <normal>, en 

tanto funciona en armonía con las distintas expresiones culturales de esa sociedad: organización 

política, sistema de creencias, distribución o asignación de recursos, nivel de desarrollo 

tecnológico, etc.» (Folchi, 2001, p.90). 

     Cuando un agente externo interviene en el espacio y desequilibra la convivencia de ambiente 

y sociedad, se generan los conflictos ambientales. Cabe aclarar que, según Folchi (2001), los 

conflictos ambientales no necesariamente están relacionados con cuestiones éticas, y, si bien el 

factor económico juega un gran papel en su desarrollo, es porque este refleja la tensión entre los 

intereses de las partes por la habitabilidad y/o el aprovechamiento de los recursos del lugar.  

     Un ejemplo de esto es la distribución y el agotamiento de recursos de uso común (RCU). Esto 

se traduce en esferas de exclusión, pues si alguien ya ha extraído y hace uso del recurso, otra 

persona no puede hacer uso de esa unidad; y de escasez debido al agotamiento o al daño 

estructural del recurso que no permite su reproducción (Castillo, 2008).  

 

2.1.2. Enfoques 

     Dentro del estudio de los conflictos ambientales se han abordado enfoques como el post 

materialismo –donde se dice que los conflictos son inducidos por el medio ambiente-, la ecología 

política y economía ecológica con los conflictos ecológico-distributivos, los conflictos de 

contenido ambiental en la relación entre las comunidades y su ambiente (Walter, 2009), y el 

enfoque territorial que «al referirse no sólo a determinadas condiciones físicas, sino también a 

relaciones sociales, (…) identifica su articulación y transformación» (Ordoñez, s.f, p.4).  Este 

último enfoque será abordado por aparte en detalle. 
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     El enfoque post materialista establece que «la satisfacción de las necesidades fisiológicas 

lleva a poner un mayor énfasis sobre las metas no fisiológicas o postmaterialistas» (Inglehart 

1991, citado en Walter, 2009, p.3). En otras palabras, Inglehart (1991) explica que las naciones 

desarrolladas son las que tienen la conciencia ecológica, mientras las naciones en vía de 

desarrollo no. Dicho esto, se ha llegado a pensar que los conflictos ambientales en el sur se 

deben a la escasez de recursos y la degradación ambiental (Walter, 2009). 

     Existe la creencia de que la preocupación por el medio ambiente es una «sofisticación 

intelectual o pseudo religiosa, propia del primer mundo, que dado el nivel de desarrollo material 

que ha alcanzado se podría <dar el lujo> de abrazar valores <post materialistas> como los que 

albergan los movimientos pacifistas o ecologistas» (Folchi, 2001, p.82); que los llamados pobres 

no tienen esa capacidad de preocupación por el ecosistema. Sin embargo, no es cierto que los 

pobres carezcan de conciencia ambiental, que sacrifiquen su calidad de vida por riquezas 

materiales; «las comunidades pobres tienen economías e identidades territoriales que defender, 

las que pueden ser avasalladas por las grandes empresas (…) la pobreza empuja a la gente a 

practicar un ecologismo que abre perspectivas de cambio social más profundas» (Sabatini, 1997, 

p.86). Los miembros de una comunidad rural o urbana sí necesitan y buscan el crecimiento 

económico, pero también buscan proteger su calidad de vida. 

     Lo anterior se puede relacionar con el ecologismo de los pobres de Martínez Allier. Este 

ecologismo se diferencia del ecologismo del primer mundo porque, mientras dicho ecologismo 

busca el cuidado de la naturaleza por sus valores económicos, el ecologismo de los pobres busca 

el cuidado de la naturaleza porque es la fuente de vida (Mejía y Rengifo, 2015; Martínez, 2007), 

e involucra a  

 
<la gente del ecosistema>, las personas que obtienen su sustento del hábitat (pequeños campesinos, 
por ejemplo) que se ven afectadas directamente por los impactos que se producen sobre su medio 
ambiente y que deben defenderse de quienes intentan acelerar el ritmo de explotación de los 
recursos naturales para ponerlos al servicio de la economía comercial-industrial creciente. (Guha, 
1994, citado en Folchi, 2001, p.83) 

 
     El segundo enfoque, la ecología política, dice que «siempre hay costos y beneficios de los 

cambios ambientales y estos se distribuyen de forma desigual a lo largo de líneas de clase, raza, 

etnia o género» (Stamm y Aliste, 2014, p.68). Aquí se habla sobre la desigualdad en poder que 

tienen las diferentes partes que se disputan por el territorio y los servicios ambientales. En otras 

palabras, el problema reside en la accesibilidad limitada que las naciones del sur tienen a los 
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recursos naturales. Otra forma de resumir este enfoque consta de la contradicción entre la 

concepción del medio ambiente como <espacio económico> y el medio ambiente como <espacio 

vital> (Walter, 2009). 

     La economía ecológica explica que «los conflictos se originan por los diferentes valores y 

lenguajes de valoración de los recursos naturales y de los servicios ambientales que tienen los 

distintos actores que se enfrentan en un territorio por el acceso a los mismos» (Pérez-Rincón, 

2014, p.16). En esta línea de pensamiento, el medio ambiente no es considerado un bien de lujo, 

sino como «parte de un sistema social complejo donde las dinámicas físicas, culturales, sociales 

y económicas se articulan y coevolucionan determinando esa relación particular, propia de ese 

lugar y ese momento histórico» (Norgaard 1994, citado en Walter 2009, p.5). 

     Estos enfoques se pueden aplicar en ámbitos como el de la gestión territorial. En este estudio 

se tratan impactos generados por grandes proyectos de índole productiva, inmobiliaria o de 

infraestructura. Dichos impactos pueden desenvolverse en conflictos cuando «existe conciencia 

de su gravedad» (Sabatini, 1997, p.85); es decir, el choque entre la acción organizada de la 

comunidad con el megaproyecto genera el conflicto. Dos aspectos que Sabatini señala como 

claves al momento de revisar estos conflictos son «los intereses y la información -o 

desinformación- que posean los actores sobre las externalidades y sus consecuencias sobre la 

calidad de vida, el medio ambiente y la economía locales» (Sabatini, 1997, p.83), y «la relación 

de fuerzas entre las partes o intereses en disputa es la variable clave que define la evolución que 

tenga la situación planteada por el impacto ambiental» (Sabatini, 1997, p.85). El apoyo de las 

respectivas autoridades tiene una gran influencia en las relaciones de fuerzas. Por lo general, las 

autoridades están de lado de las empresas y de los intereses económicos a expensas del medio 

ambiente (Sabatini, 1997). 

     Lo que está en disputa es la distribución de las riquezas de un proyecto, la protesta por la 

distribución de las externalidades negativas. «Muchas veces los conflictos son más por el control 

de las economías territoriales y los espacios vitales de la gente que por la conservación de los 

bosques o los recursos pelágicos bajo explotación» (Sabatini, 1997, p.86).  

 

2.2. Territorio 

     Es importante recordar que 
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todo conflicto acontece en un lugar en el espacio geográfico y que gran parte de ellos, sobre 
todo los conflictos socio-ambientales, tienen una estrecha relación con aquel espacio en el 
cual se emplazan, se desarrollan y se relacionan: el espacio geográfico es entonces parte 
esencial en la noción misma de conflicto. (Stamm y Aliste, 2014, p.67)   
 

     Por tal motivo, es importante entender el concepto de territorio. El territorio se refiere a un 

espacio que ha sido socialmente apropiado y construido. Esta noción permite «observar y 

entender las relaciones entre el hombre y el espacio» (Stamm y Altise, 2014, p. 68). El espacio es 

una noción anterior al territorio, es eso que estaba muerto (Schmidt, 2014). La apropiación 

(abstracta o material), por parte de individuos o grupos, es lo que crea el territorio; es decir, los 

actores territorializan el espacio (Raffestin, 2011) y le dan <vida> al mismo. «La relación que 

vincula a un grupo social y a cierta porción de la superficie terrestre no es sólo de naturaleza 

física y/o material, sino que en la misma entran en juego además intenciones de tipo míticas y 

políticas» (Corboz, 2001 citado en Schmidt, 2014, p.108). El proceso de territorialización es 

definido como «un doble movimiento de apropiación material e ideal de una porción de espacio 

por un grupo social» (Di Meo, 1998 y Melé, 2003 citados en Stamm y Aliste, 2014, p.73). 

   Las apropiaciones llevadas a cabo por los distintos actores –agentes sintagmáticos los 

denomina Raffestin- crea diversas territorialidades. Al hablar de territorialidades se hace 

referencia a las distintas relaciones individuales y/o colectivas entre el (los) habitante(s) y su 

territorio (Stamm y Aliste, 2014). «La territorialidad está incrustada en las relaciones sociales (y) 

es siempre socialmente construida (…) en un acto de voluntad que involucra múltiples niveles de 

razones y significados» (Sack 1986, citado en Bottaro, 2012, p.4). 

 

2.2.1. Territorio y poder 

     Raffestin también habla del territorio como el escenario del poder además de ser el lugar de 

las relaciones sociales, pues «es en el espacio que las contradicciones socio–políticas se realizan» 

(Schmidt, 2014, p.104). Foucault explica que «por poder hay que comprender, primero, la 

multiplicidad de las relaciones de fuerza inmanentes y propias del dominio en que se ejercen, y 

que son constitutivas de su organización» (Raffestin, 2011, p.40). Aquí se encuentra que el poder 

se compone de la población, el territorio y los recursos.  

     La población es la primera instancia del poder, pues en ella se originan todas las relaciones 

(Raffestin, 2011). Esta puede ser considerada como un recurso del territorio, o como ya se 

evidenció, un actor que interviene sobre el territorio haciendo uso de sus propiedades culturales, 
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sociale, políticas y/o económicas (Raffestin, 2011). Las relaciones entre los distintos niveles 

jerárquicos en la población pueden permitir o frenar el desarrollo del programa de cada actor 

sintagmático y esto puede crear conflictos o coerción (Raffestin, 2011).  

     Las territorialidades –mencionadas anteriormente- son configuradas por la visiones y acciones 

de los distintos actores sintagmáticos que confluyen en el mismo espacio. Un actor sintagmático 

puede ser un individuo o un grupo de individuos que tienen un proyecto para ese territorio 

(Raffestin, 2011). Es decir, estos actores (gobierno, empresa, comunidad o individuo) tienen 

objetivos variados para el territorio. Los objetivos de distintos actores a veces convergen y a 

veces son opuestos. Para cumplirlos se hace uso de diferentes medios y se aplican estrategias2 

específicas. Estas acciones ocurren desde distintos lugares, en distintos momentos, o incluso al 

mismo tiempo, y así, se construye el territorio.  

    La relación con el territorio determina la relación con los otros actores (Raffestin, 2011); y a la 

vez, la relación con esos otros actores que están creando territorios en el mismo espacio 

determina la relación con el territorio (Schmidt, 2014). Los programas de varios actores pueden 

darse al mismo tiempo en diferentes zonas de un territorio; sin embargo, los actores pueden 

querer expandir esos programas y terminar en la existencia de conflictos.  

     En cada territorio se encuentran una serie de recursos que son «los elementos de la naturaleza 

que pueden ser transformados en productos útiles para una sociedad determinada» (Ojeda y 

Sánchez, 1985, pp.34-35). Al igual que el territorio tiene un concepto que le antecede, el espacio, 

el recurso tiene a la materia como concepto meramente anterior. La materia es una substancia 

que se encuentra en la superficie –o debajo- de la tierra (Raffestin, 2011). El recurso es el 

resultado de la interacción con la materia. Es decir, el actor busca una materia para satisfacer una 

práctica u otra; en esa búsqueda encuentra las propiedades de esa materia. Al ver que la materia 

se puede usar en tal o cual práctica, esta se convierte en un recurso (Raffestin, 2011).  

     La definición brindada por Ojeda y Sánchez (1985) sería más acorde a la idea de materia 

natural, pues los recursos existen solo en relación a una práctica o actividad del hombre 

(Raffestin, 2011). Entre más recursos posea un actor, más poder adquiere. Pero, para obtener ese 

poder, se requiere de «un control mínimo de una porción del contexto espacio-temporal mediante 

																																																								
2 Formas de intervenir en el territorio (Raffestin, 2011) 
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y por la cual la tecnicidad interactúa con la territorialidad» (Raffestin, 2011, p.161). En esa lucha 

por controlar el territorio y poseer sus recursos se encuentra el conflicto socio-ambiental.  
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3. Área de estudio 

     El conflicto socio-ambiental que será analizado en el presente trabajo se localiza en el 

municipio de Cabrera, Cundinamarca. Con el fin de comprender aspectos sociales, económicos, 

políticos y ambientales. Es importante comprender el territorio en cuestión, su población y su 

forma de vida.  

 

3.1. Características geográficas 

      La región de Sumapaz localizada en el sur del departamento de Cundinamarca, colinda con 

las provincias Tequendama y Soacha por el norte, el departamento del Tolima por el sur, por el 

oriente con la ciudad de Bogotá D.C, y por el occidente con la provincia del Alto Magdalena. La 

región de Sumapaz tiene un área de 174 mil hectáreas, de las cuales el 98% son rurales (Castillo, 

2008). La región posee un gran número de fuentes hidrológicas de las cuales el río Sumapaz –

nace a 3700 msnm- es el más grande, «tiene una longitud de 120 km, y recibe aguas de las 

subcuencas de los ríos Panches, San Juan, El Pilar, río Subia, río Chocho y el río Paguey, que 

confluyen en el sitio del Boquerón» (ILSA, 2014, p. 32).   

     En la cuenca media del río Sumapaz, en donde se ubica el proyecto hidrológico El Paso, que 

será el centro en este trabajo, se encuentran riquezas y diversidad natural tales como el clima 

variado y los diferentes recursos naturales. Por un lado, los diferentes climas que ahí se 

encuentran, condicionan el ambiente lo que permite encontrar ecosistemas diferentes. Los climas 

son templado, frío y páramo; y estos se reflejan en ecosistemas secos, húmedos, selva andina y 

páramo (ILSA, 2014). En cuanto a la vegetación, cuenta con 635 especies diferentes y una gran 

variedad de animales. Los municipios que son atravesados por esta cuenca son Icononzo (en 

Tolima), Venecia, Cabrera y Pandi (estos en Cundinamarca).  

     El municipio de Cabrera está ubicado en la falda del páramo de Sumapaz. Limita con los 

municipios Venecia y San Bernardo al norte, al sur con los departamentos de Huila y Tolima, al 

oriente con Bogotá D.C, y al occidente con el municipio de Villarrica en el Tolima (Alcaldía 

Municipal de Cabrera Cundinamarca, 2017). Cuenta con un área total de 49.900 hectáreas (has), 

de las cuales 44.890 has son de ocupación rural. El área rural se compone de 16 veredas –Pueblo 

Viejo, Quebradanegra, San Isidro, Santa Lucía, Santa Marta, Santa Rita, Alto Ariari, Bajo Ariari, 

Canadá, Hoyería, La playa, Las Águilas, Nuñez, Paquilló, Peñas Blancas y La Cascada- y la 
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urbana por 7 barrios –La Culebra, Cabrera Centro, Las Brisas, Simón Bolívar, Santa Bárbara, El 

Peso y Flandes-.  

 

 

 

    Cabrera está incluido dentro de los 178,634 ha de Parque Nacional Natural Sumapaz en el 

mismo páramo (ILSA et al., 2013). Estas dos figuras representan protección y regulación de 

dichos territorios. Estos aspectos serán explicados más adelante. En el área de Parque Nacional 

Natural Sumapaz, se encuentran ecosistemas de páramo y de Bosque Alto Andino. Este primero 

es uno de los ecosistemas más importantes en la producción de agua (Alcaldía Municipal de 

Cabrera, 2017). Algunas características generales de los páramos son presión atmosférica baja, 

suelos ácidos, y sequedad y humedad en el aire (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 

2020). A pesar de sus características, el páramo es como una esponja capaz de retener y regular 

los flujos de agua. El municipio de Cabrera también cuenta con una abundancia hídrica. Por este 

municipio corren los ríos Sumapaz y Pilar, y las quebradas Santa Rita y Negra (ILSA et al., 

2013). Cuenta con 4 cuencas hidrográficas: Quebradanegra que recorre el 41% del territorio, río 

medio Sumapaz con el 37% del territorio –es la más importante dentro del municipio-, el río alto 

Sumapaz con el 19% -es parte fundamental del área de amortiguación del páramo- y el río Pilar 

con 3% (ILSA et al., 2013).  

Figura1: Mapa Cabrera 
Fuente: “Bienestar y Progreso para Cabrera”, Nuestro 
Municipio.	
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3.2. Características socio-demográficas 

          La región del Sumapaz, refleja una configuración social «de pequeños campesinos 

fundamentada en valores como la independencia económica y la autonomía política de matices 

agraristas, liberales y socialistas» (EMGESA-ENEL, 2015, cap.3). Esta región tiene una 

tradición de luchas campesinas por la tenencia y el ordenamiento de la tierra. El modelo 

económico de estos campesinos y, por ende, su estilo de vida es opuesto a los intereses de un 

mercado neoliberal y capitalista (EMGESA-ENEL, 2015). Como consecuencia de estas 

características, los habitantes de la región han sido sometidos a estigmatizaciones, persecuciones 

y desplazamientos forzados (EMGESA-ENEL, 2015). 

     En la cuenca media del río Sumapaz, según censos del DANE en el 2012, el 56,70% de los 

habitantes asentados en estos municipios son nativos (EMGESA-ENEL, 2015). También en 

cuanto a la población, el 99,9% son mestizos y blancos y el 0,1% restante son indígenas 

(EMGESA-ENEL, 2015). Debido a su tradición campesina, la mayoría de los habitantes viven 

en las zonas rurales. La relación entre mujeres y hombres en cuanto a cantidad poblacional es 

muy equitativa, hay un poco más de hombres que mujeres (EMGESA-ENEL, 2015).  

     De la población de la cuenca media el 33,97% tiene necesidades básicas insatisfechas (NBI) y 

el 10,50% está en condición de miseria (EMGESA-ENEL, 2015). Si se revisa más a profundidad 

los servicios públicos en cada municipio se encuentra distintos resultados. En Icononzo y 

Venecia hay un cubrimiento de acueducto de más del 50% mientras que en Pandi y Cabrera no 

se supera el 45% (EMGESA-ENEL, 2015). El servicio de alcantarillado es mayor en las zonas 

urbanas de los municipios. La energía eléctrica está a cargo de CODENSA –en Cabrera, Pandi y 

Venecia- y ENERTOLIMA –en Icononzo-. En la cuenca media del río Sumapaz este servicio 

alcanza niveles de cobertura por encima del 90%; es el servicio público de mayor alcance 

(EMGESA-ENEL, 2015). En cuanto a las telecomunicaciones, en los cuatro municipios se 

evidencia un déficit en la cobertura (EMGESA-ENEL, 2015).  

     Se cuenta con tres centros de atención médica y un hospital para la prestación de salud en 

primer nivel; el segundo nivel es prestado por hospitales en municipios aledaños (EMGESA-

ENEL, 2015). Como se muestra en la Tabla 1, la mayoría de la población ha cursado educación 

primaria básica, muy pocos han cursado preescolar y media técnica y alrededor de 20% no han 

cursado ningún nivel educativo (EMGESA-ENEL, 2015).  
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Tabla 1 

Nivel educativo por municipio en la cuenca media 
Niveles educativos Icononzo (%) Cabrera (%) Venecia (%) Pandi /%) 

Preescolar 3,5 3,6 3,3 4,3 

Básica primaria 50,3 55,9 52,4 53,3 

Secundaria  22,5 21,3 25,1 23,5 

Media técnica 2,6 4,0 1,2 2,4 

Normalista  2,0 0,1 0,1 0,4 

Tecnológica 0,7 0,5 0,9 0,7 

Profesional 1,5 1,6 1,7 1,4 

Postgrado  1,4 0,2 0,3 0,4 

Ninguno 15,6 12,8 15,1 13,6 

 

    Cabrera tiene una población de aproximadamente 4.557 habitantes (Cabrera, 2019). Según 

estimaciones hechas en el Plan de Desarrollo Sostenible (PDS) de la ZRC, más del 70% de la 

población es rural mientras que alrededor del 30% es urbano (ILSA, SINPEAGRICUN, 

INCODER, 2013). Desde el 2002 la población rural ha tenido un decrecimiento de 0,67, además 

de experimentar el desplazamiento (forzado y voluntario) hacia otros centros poblados (ILSA et 

al., 2013). 

     La distribución de tierras es un aspecto central de la ZRC. En Cabrera se determinó la 

extensión de las propiedades bajo la Unidad Agrícola Familiar (UAF); cada propiedad puede 

tener un determinado número de UAFs (ILSA et al., 2013). La extensión de las propiedades «se 

definen dependiendo de la naturaleza de la zona, de la clase de sus suelos y de sus aguas, de las 

posibilidades de irrigación, ubicación, relieve y potencialidad del tipo de explotación 

agropecuaria para el cual sea apto» (ILSA et al., 2013, p.202).  

     En la ZRC de Cabrera la extensión de las UAFs debe equivaler a 18 ha. Esta extensión de 

tierra debe suministrarle a la familia que la trabaja ingresos de dos salarios mínimos legales 

vigentes (ILSA et al., 2013). Sin embargo, en la ZRC de Cabrera, la tenencia y propiedad de la 

tierra se caracteriza por basarse en el microfundio y la pequeña propiedad (ILSA et al., 2013). Es 

decir, la mayoría de gente tiene entre 5 ha y 15 ha. Esto quiere decir que no hay una 

concentración de tierras y si hay oportunidades de trabajarla; pero hay conflictos en cuanto a que 

Elaboración propia	
Fuente: DANE, 2005, Censo General.	
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el salario que ganan los propietarios de microfundios no les es suficiente para la subsistencia 

familiar, pues no todos llegan a ganar  siquiera un salario mínimo.  

     Los campesinos, en promedio, duran más de 16 años en sus fincas (ILSA et al., 2013). Sin 

embargo, no todas las fincas son propias. Aproximadamente el 60% son propias, el 12% de 

propiedad familiar, el 10% arrendadas, el 4% con derechos de usufructo y el 2% son fincas en 

posesión -es decir que ahí habita gente que no es dueña de la finca ni conoce al dueño- (ILSA et 

al., 2013). Estos predios fueron adquiridos por compra (la mayoría), por ocupación, por herencia 

o porque le fue asignada por la junta de acción comunal (ILSA et al., 2013).  

 

3.3. Actividad productiva 

     La principal actividad económica de la región es la agricultura. La cosecha de alimentos no 

solo va dirigida a las necesidades de la región, sino que también busca satisfacer gran parte de la 

demanda de la ciudad de Bogotá. Según el PDS de la ZRC de Cabrera, por finca se dedican 2,45 

has para cultivos y 6,31 ha para ganadería (ILSA et al., 2013). Los principales productos que se 

cultivan en la región son frijol, arveja, papa, habichuela, tomate de árbol y la gulupa (ILSA et al., 

2013). Otra de las actividades que resalta en la región es la ganadería bovina y porcina. Respecto 

a la actividad bovina, las razas que predominan son la normanda criolla y el cebú criollo. La 

primera se utiliza para la producción de leche y la segunda para la producción de carne (ILSA et 

al., 2013). La comercialización de las reses se da a través de una feria ganadera que tiene lugar el 

tercer lunes de cada mes (ILSA et al., 2013). Por último, se menciona la explotación minera 

principalmente de materiales para construcción como arena y arcillas (Cámara de comercio de 

Bogotá, 2008).  

     La vocación y uso de los suelos en Cabrera varía dependiendo de la tipología del mismo. Esta 

se da por grupos: primer grupo va del I al IV, el segundo grupo va de V a VI y el tercer grupo 

abarca desde VII a VIII (ILSA et al., 2013). En el primer grupo los suelos no tienen limitación 

para su uso y son aptos para la ganadería y algunos cultivos, en el segundo ya hay limitaciones 

dependiendo de «la condición del suelo, riesgos de erosión, capacidad de drenaje y zonas 

inundables» y su vocación es esencialmente de preservación forestal (ILSA et al., 2013, p.73); y 

en el tercer grupo están los suelos con vocación forestal y de conservación. De manera más 

específica, los suelos de tipo II son de excelente calidad para los cultivos agrícolas; los suelos de 

tipo III se encuentran principalmente en laderas inclinadas y cualquier trabajo en los mismos 
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debe venir acompañado de planes de conservación, de lo contrario, con un manejo no adecuado, 

se pueden presentar erosiones; los suelos tipo IV son moderadamente cascajosos y pedregosos y 

tienen una disponibilidad baja del agua (ILSA et al., 2013). Los suelos V, VI y VII son usados 

principalmente para cultivos transitorios; y en los suelos de tipo VIII son de conservación y, por 

ende, se encuentran prioritariamente los cultivos de autoabastecimiento (ILSA et al., 2013). 

 

3.4. Conflictos ambientales en la ZRC de Cabrera 

     Los conflictos ambientales en la ZRC de Cabrera tienen distintos orígenes. Sin embargo, 

todos los impactos se suman en una gran problemática donde se transforma la forma de 

relacionarse con el territorio y, por ende, los motivos por los cuales las comunidades hacen uso 

del mismo y de sus recursos naturales (Silva, 2017). Para describirlos se seguirá la división 

temática que se hace en el PDS de la ZRC de Cabrera. 

 

Degradación ambiental. Desde el siglo XX este tipo de territorios con ecosistemas 

frágiles y estratégicos han sido intervenidos por familias en búsqueda de un lugar donde vivir 

(ILSA et al., 2013). Dentro de estas intervenciones antrópicas se han dado distintos fenómenos 

que llevan al deterioro del entorno natural. Uno de esos es la deforestación. Esta actividad es 

excesivamente alta alrededor de la cuenca media del río Sumapaz y está asociada con efectos 

como la erosión hídrica y la pérdida de suelos (ILSA et al., 2013). La deforestación también 

puede terminar en eventos como la remoción en masa, la sedimentación de las cuencas hídricas e 

incluso en incendios (ILSA et al., 2013).  

     Las prácticas agrícolas donde se utilizan químicos u otras herramientas que dañan los suelos 

también llevan a la degradación ambiental. Estas prácticas no solo afectan los suelos sino 

también las fuentes hídricas. Por la línea de la agricultura, otro fenómeno es la actividad agrícola 

en el páramo. La presencia de instalaciones militares o de población en sectores de cuenca con 

poca oferta hídrica son otros fenómenos lesivos para el medio ambiente (ILSA et al., 2013).   

     Las diferentes actividades humanas que ejercen presión sobre los ecosistemas, han llevado a 

especies de flora y fauna a riesgo de extinción. Un ejemplo es el oso de anteojos. Este ha perdido 

áreas de su hábitat y está más expuesto a la cacería debido a la ampliación de la frontera agrícola 

(CAR, 2015). Por un lado, los osos de anteojos están más cerca de los humanos que lo pueden 

cazar o capturar como ejemplar; por otro lado,  
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la reducción del hábitat natural, la presencia de cultivos y ganadería, y el impacto sobre los 
ecosistemas que esta especie habita, puede llegar a ocasionar la disminución en la oferta alimenticia 
natural del oso, lo que en algunos casos puede reflejarse en incidentes relacionados con la pérdida 
de cultivos y ganado. (CAR, 2015) 

 

 Construcción de infraestructura en sistemas ecológicos estratégicos. Proyectos que se 

ubican en ecosistemas estratégicos tienen impactos nocivos para el medio ambiente. El ejemplo 

citado es la construcción del proyecto hidroeléctrico El Paso sobre la cuenca media del río 

Sumapaz. Este proyecto «pretende conducir las aguas del Río Sumapaz a través de canales, un 

túnel subterráneo y una tubería a presión (…) con el fin de generación secuencial de energía» 

(ILSA et al., 2013, p.81). 

     Si el proyecto fuera aprobado, este traería consigo riesgos y alteraciones terrestres y 

acuáticos, además de afectaciones a nivel biológico y a los estilos de vida sostenidos por las 

comunidades (ILSA et al., 2013). Otro aspecto que hace conflictivo a este proyecto es la aparente 

ausencia de procesos de consulta y toma de decisiones en conjunto con la comunidad para 

coordinar qué hacer y qué no en el proyecto (ILSA et al., 2013). 

 

 Cambio climático. El calentamiento global producido por actividades contaminantes de 

los seres humanos ha llevado a cambios drásticos en la fluctuación climática. Estos cambios tan 

pronunciados representan un riesgo para la ZRC de Cabrera, y para toda la región. 

Específicamente, se señala que están en riesgo los diferentes cultivos, los bosques y herbazales –

pues, se estima una disminución en su cobertura- (ILSA et al., 2013).  

 

 Ordenamiento territorial ambiental desarticulado. Existen diferentes instituciones que 

aplican criterios variados para el ordenamiento territorial. Además, estos criterios de zonificación 

son poco conocidos por los habitantes del territorio. Esta situación conlleva a que haya un 

incumplimiento en la normatividad ambiental (ILSA et al., 2013). 

     En el PDS se reconocen tres intentos de ordenamiento: el presentado por el Plan de Manejo 

del Parque Nacional Natural del Sumapaz, el del Esquema de Ordenamiento Territorial del 

municipio y el plan de la CAR (ILSA et al., 2013). Si bien estos planes -en especial los últimos 

dos- coinciden en la importancia de la protección ambiental y la producción agrícola, no 

coinciden «frente a los límites y uso de las zonas» (ILSA et al., 2013, p.87).  
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     El Plan de Manejo del Parque Nacional Natural del Sumapaz fue elaborado en el año 2005. El 

Parque se ubica sobre dos regiones (Sumapaz y el Piedemonte Llanero). En la primera región se 

incluyen Pasca, Arbeláez, San Bernardo, Gutiérrez y Bogotá (Distrito Capital); los límites del 

municipio de Cabrera confluyen con algunos límites del Parque (Parques Nacionales Naturales, 

Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 2005).  

     En este Plan se divide en cinco tipos de zonas. Primero se encuentran las zonas intangibles 

donde no puede haber ni la más mínima alteración. Esta comprende principalmente la «zona 

oriental del Parque Nacional Natural» (Parques Nacionales Naturales et al., 2005, p.189). 

Después, se encuentran las zonas primitivas que son aquellas zonas que han tenido mínimas –o 

ninguna- intervenciones humanas; estas se hallan en la zona occidental del Parque (Parques 

Nacionales Naturales et al., 2005). En tercer lugar, están las zonas de recuperación natural; estas 

se dividen en 4 sectores: 1) algunas veredas de la localidad 20 del Distrito Capital y la vereda 

Juan Viejo en el municipio de Pasca, 2) confluencia del Río Nevado y la Quebrada Cariño, 3) 

margen derecha del río Ariari, y 4) el municipio de Gutiérrez (Parques Nacionales Naturales et 

al., 2005). Las zonas histórico culturales son el cuarto tipo de zonas. Estas se refieren a 

«vestigios arqueológicos, huellas o señales de culturas pasadas, supervivencia de culturas 

indígenas, rasgos históricos o escenarios en los cuales tuvieron ocurrencia hechos trascendentales 

de la vida nacional» (Parques Nacionales Naturales et al., 2005, p.192). Por último, se 

encuentran las zonas de amortiguación en municipios como Cabrera, Pasca, Arbeláez, San 

Bernardo, Une, Gutierrez, Localidad 5 y 20 de Bogotá en Cundinamarca y Colombia en el Huila 

(Parque Nacionales Naturales et al., 2005).  

     El Esquema de Ordenamiento Territorial representa «el diseño de un modelo de territorio que 

responda a las determinantes de tipo legal y dentro del contexto regional, bajo los elementos 

urbano y rural, con eventos relevantes» (Acuerdo N 04, 2002, p.1). Este esquema plantea la 

búsqueda de unos objetivos en cuanto a: manejo de amenazas y riesgos, medio ambiente, 

condiciones sociales y económicas, ordenamiento territorial y el plan de desarrollo. A 

continuación, se hace una descripción de las características del territorio y se procede con la 

definición de una zonificación donde se incluyen diversas áreas de protección -que limita los 

usos de esos suelos- y dos tipos de zonas de producción agrícola y pecuaria (ILSA et al., 2013).  

 
Restablecer y mantener un adecuado equilibrio entre la oferta de bienes y servicios ambientales y 
el aprovechamiento socioeconómico en la Cuenca del Río Sumapaz, a través de un proceso de 
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planificación que integre la conservación, restauración, recuperación, protección y uso sostenible 
de los recursos naturales renovables, principalmente del recurso hídrico. (CAR, s.f, p.3) 
 

Este es el objetivo general estipulado para la Prospectiva y diseño de escenarios cuenca Río 

Sumapaz elaborada en el marco del POMCA (Plan de Ordenamiento y Manejo de Cuencas) del 

río Sumapaz. Este documento propone cinco programas, cada uno con sus debidos 

subprogramas. Dentro de cada subprograma se encuentra una serie de proyectos. 

     Para la cuenca media del río Sumapaz, donde se ubica Cabrera, se formula: 1) dentro del 

programa de recuperación, proyectos para mejorar el tratamiento de aguas y residuos, 

fortalecimiento y control para las actividades agropecuarias, y recuperación y seguimiento de las 

áreas de explotación; 2) para el programa de conservación se hace necesario ejecutar proyectos 

de conservación, regulación (del uso) y amplificación de la red hidrológica, educación ambiental 

y cuidado de los ecosistemas; 3) y en cuanto al programa de restauración se debe llevar a cabo 

proyectos de restauración de los ecosistemas damnificados (CAR, s.f).  
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4. La Central hidroeléctrica 

     El proyecto hidroeléctrico El Paso ha sido mencionado y reconocido como uno de los 

mayores conflictos ambientales en el municipio de Cabrera. Para poder entender el porqué de 

esta afirmación es necesario, en primer lugar, entender de qué se trata este proyecto. Para eso, en 

este capítulo se mencionará qué es lo que se quiere hacer dentro del proyecto, se introduce a la 

entidad encargada del mismo y se hace explícita la justificación que se le da al proyecto 

hidroeléctrico.  

 

4.1. El sector eléctrico en Colombia 

     Bajo la concepción del desarrollo entendido como crecimiento económico3, en los países 

«subdesarrollados»4 –como Colombia- se implementa el neo-extractivismo. Este modelo se basa 

en la apropiación y explotación de recursos naturales, para la exportación, y así, alcanzar el 

crecimiento anhelado (Gudynas, 2011). La idea aquí trabajada se encuentra ligada al imaginario 

de las riquezas infinitas de recursos naturales, disponibles, que deben ser aprovechados. El sector 

de energía eléctrica responde al modelo extractivista que se ha implementado en países en vías 

de desarrollo. 

     Hacia finales del siglo XIX se instaló el sector de energía eléctrica y empezó la evolución del 

mismo en Colombia.  Este fue impulsado principalmente por empresas estatales como la 

Empresa de Energía Eléctrica de Bogotá. A medida que la cobertura de electricidad se expandía 

por los municipios, el Estado tuvo la necesidad de intervenir en la creación y financiación de las 

centrales eléctricas. Con este fin, en 1946, a través de la Ley 80, se creó el Instituto Nacional de 

Aprovechamiento de Aguas y Fomento Eléctrico –ELECTROAGUAS (Méndez, 2014). Con esto 

y la reforma constitucional de 1954, la energía eléctrica se convirtió en un servicio público y, así, 

se dio la creación de múltiples establecimientos en distintos municipios para ofrecer este servicio 

inclusive en zonas de difícil acceso (Méndez, 2014).  

																																																								
3 El desarrollo se mide a través del progreso y avances en cuanto a lo económico, bienestar 
social, cultura, y política. Cuando se habla de desarrollo como crecimiento, solo se mide el 
avance de una sociedad bajo indicadores económicos, pues son una expresión del progreso 
material (Gudynas, 2011b).  
4 Los países subdesarrollados o en vías de desarrollo son aquellos países que tenían valores más 
bajos que otros en determinados indicadores socioeconómicos (Ramírez, 2008).	
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     A pesar de los avances que el Gobierno logró en materia de cobertura y desarrollo, este no 

tenía un plan claro de progreso del sector a nivel nacional (Dyner y Franco, 2018). Uno de los 

debates a los que se enfrentó fue el de la interconexión. El propósito era descentralizar el sistema 

de energía eléctrica y cubrir también las zonas rurales (Dyner y Franco, 2018). Para ello, en 

1963, se creó el Comité de Interconexión integrado por las tres principales empresas de 

electricidad en el momento (EEEB, EPM y CVC) que después fueron acompañadas por 

ELECTROAGUAS y el DNP (Méndez, 2014). En 1966 se diseñó el Plan Eléctrico donde el 

Gobierno manifestaba su afán por terminar «el plan de construcción de plantas hidroeléctricas y 

termoeléctricas y de líneas de transmisión e interconexión que se hallaban en proceso, así como 

el rápido inicio de los proyectos ya aprobados por las entidades ejecutoras y por Planeación 

Nacional» (ICEL, 1970 citado en Dyner y Franco, 2018, p.42). Adicionalmente, se creó la 

Sociedad de Interconexión Eléctrica S.A que fue el órgano rector encargada de organizar y 

ejecutar los proyectos de expansión e interconexión previstos.  

     Para los años ochenta, el Estado colombiano se hallaba en una crisis en materia energética 

debido a ineficiencias en la planeación, ejecución y administración de las empresas del sector 

(Méndez, 2014). Además de los déficits financieros e institucionales, en la década del noventa, 

Colombia tuvo que vivir un gran apagón –especialmente en Bogotá-. Esto se generó a raíz del 

fenómeno del Niño que trajo consigo sequías que no permitían el funcionamiento regular de las 

centrales hidroeléctricas. La electricidad era producida principalmente por este medio, y las 

termoeléctricas solo aportaban el 22% de la energía eléctrica (Méndez, 2014).  

     A partir de esa crisis se dio la apertura del sector energético a capitales privados del 

extranjero y se redujo el rol del Estado al de regulador (Méndez, 2014). La Ley 142 (Ley de 

servicios domiciliarios) y la Ley 143 (Ley eléctrica) de 1994 facilitaron la competencia en el 

sector de energía eléctrica.  
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     Como se mencionó previamente, el modelo de desarrollo hace énfasis en el aprovechamiento 

de los recursos naturales para obtener un crecimiento económico. El sector de energía eléctrica 

en Colombia se basa principalmente en las centrales hidroeléctricas. Esto se debe también a la 

riqueza hídrica del país. Dentro de estas se cuenta el páramo de Sumapaz y su río de mismo 

nombre. En esta área se planea la ejecución del proyecto hidroeléctrico El Paso. 

 

4.2. Proyecto hidroeléctrico El Paso 

     El proyecto hidroeléctrico El Paso consiste en la construcción de 8 mini-centrales de 

captación a filo de agua, para así generar energía; en general se «toman una fracción del caudal 

del Río Sumapaz y lo restituyen aguas abajo para la generación secuencial de energía eléctrica» 

(EMGESA-ENEL, 2015, cap.1). El proyecto se llevará a cabo entre los departamentos de 

Cundinamarca y Tolima, específicamente la cuenca media del río Sumapaz. Se intervendrá en 

los municipios de Cabrera, Venecia, Pandi e Icononzo (ILSA, 2014).  

 

Figura 2: Estructura Institucional del sector eléctrico colombiano 1994	
Fuente: Méndez, L.F. (2014). Políticas Públicas del Sector Eléctrico Colombiano 
1990-2009	
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4.2.1. Aspectos técnicos de El Paso 

     La EEEB ha contemplado el aprovechamiento del río Sumapaz desde 1987; sin embargo, esos 

intereses se materializaron en el 2008 cuando EMGESA empezó a dirigir estudios para el 

proyecto hidroeléctrico (EMGESA-ENEL, 2015). Cabe recordar que en el año 2007 Endesa 

adquiere a la EEEB y, EMGESA, como se explicará más adelante, también pertenece a Endesa.  

Este proyecto ha pasado por distintos nombres que corresponden a planteamientos diferentes. En 

un primer momento se llamaba Proyecto integrado de mini-centrales en la cuenca del río 

Sumapaz que consistía en «construir una central de embalse que retendría una cantidad 

considerable de agua proveniente del río Sumapaz» (ILSA, 2014, p.10); específicamente se 

componía por una hidroeléctrica a pie de presa y 14 minicentrales. En el 2012 se replanteó el 

proyecto y se llamó Proyecto hidroeléctrico Sumapaz. Esta propuesta consistía de las 14 mini-

centrales a filo de agua y 3 puntos de captación de energía (ILSA, 2014). Una tercera versión, 

propuesta en el 2013, es lo que hoy conocemos como Proyecto hidroeléctrico El Paso.  

     Este último ocupa 50km del largo del río desde los 2438,8 msnm y se divide en 3 cadenas: 

Cadena 2, Cadena 4 y Cadena 5 con las centrales 2A, 2B, 4A, 4B, 4C, 5A, 5B y 5C 

respectivamente (ILSA, 2014). Se estima que cada mini-central tiene la capacidad de generar 20 

megavatios para un total de 160 megavatios en total de energía generada por el proyecto (ILSA, 

2014).  

 

 

Figura 3: Ubicación Cadena 2	
Fuente: EMGESA-ENEL, 2015, Proyecto hidroeléctrico El Paso: 
EIA. 	
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     Cada cadena está compuesta por varias obras, y toma distintas porciones del caudal del río. 

En el municipio de Cabrera, entre las quebradas Cerbatana y La Lejía, está ubicada la cadena 2. 

En esta porción, el río tiene un caudal medio natural de 13,3m3/s y el proyecto tomará 11,5m3/s 

(EMGESA-ENEL, 2015). Los caudales captados por el bocatomas lateral son transportados a la 

casa de máquinas de la central 2A, descargada al tanque de sumergencia; ahí son turbinados y 

transportadas a la casa de máquinas de la central 2B para luego ser descargada nuevamente al río 

(EMGESA-ENEL, 2015). 

 

 

 

     Entre las quebradas La Esmeralda y Ochinde, en el municipio de Icononzo, se encuentra la 

cadena 4 con sus respectivas centrales. En este tramo el caudal medio natural es de 20,2m3/s y se 

requiere la utilización de un caudal de 21,4m3/s, 1,2m3 más del caudal natural (EMGESA-ENEL, 

2015). El bocatoma se encuentra en el costado izquierdo, y ese caudal se transporta a la casa de 

máquinas de la central 4A donde el agua es turbinada, almacenada en el tanque de sumergencia; 

de ahí se presuriza el sistema y se conduce a un tanque de carga adyacente a la casa de máquinas 

de la central 4B que presuriza (nuevamente) el sistema y conduce el caudal a la casa de máquinas 

de la central 4C, donde, el caudal es descargado en el río (EMGESA-ENEL, 2015).  

     También en Icononzo, entre la quebrada Ochinde y el río Juan López, se ubica la cadena 5. El 

caudal medio natural en este tramo es de 25,7m3/s y se necesita utilizar 20,4m3/s para alimentar 

Figura 4: Ubicación Cadena 4	
Fuente: EMGESA-ENEL, 2015, Proyecto hidroeléctrico El Paso: 
EIA. 	
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estas centrales (EMGESA-ENEL, 2015). El caudal que es captado por la bocatoma es transferido 

a la casa de máquinas de la central 5A; el sistema se presuriza y los caudales turbinados son 

transportados a la casa de máquinas de la central 5B; luego, se conducen a presión los caudales a 

la casa de máquinas 5C donde son descargados nuevamente al río (EMGESA-ENEL, 2015). 

 

 

 

     Para acceder a las cadenas o demás puntos de las centrales, se van a utilizar vías existentes y, 

en algunos casos, se van a construir puentes vehiculares sobre el río. La primera se desprende por 

el costado nororiental de la vía existente entre la vereda Peñas Blancas y La Cascada y lleva a la 

Captación de la cadena 2 y al portal de entrada al túnel de la central 2A (EMGESA-ENEL, 

2015). Para llegar al portal de salida del túnel anterior, la vía que se usa se desprende por el 

costado noroccidental de la vía existente ya mencionada. Otra ruta, que conduce al portal de 

salida del túnel de la central 2B «inicia desde el corredor vial existente que comunica el 

municipio de Cabrera y La Unión, desprendiéndose de esta por el costado suroriental» 

(EMGESA-ENEL, 2015, cap.2).  

     Para acceder a la central 4A, la vía se desprende de la ruta del cerro de San José de 

Guatimbol. La vía existente que comunica la vereda San José de Guatimbol con el casco urbano 

de Venecia, por el costado occidental, sería transcurrida para acceder a la salida del túnel de la 

central 4A (EMGESA-ENEL, 2015). Para acceder a la central 4B y también a la central 4C, la 

vía tiene inicio en la vereda El Mesón (EMGESA-ENEL, 2015). El acceso a la casa de 

Figura 5: Ubicación Cadena 5	
Fuente: EMGESA-ENEL, 2015, Proyecto hidroeléctrico El Paso: 
EIA. 	
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máquinas, de la central 5A y 5B, se desprenden, por el costado occidental y norte 

respectivamente, de la vía existente hacia la vereda El Vergel; y el acceso a la central 5C se 

desprende de la vía entre Pandi y Boquerón por su costado occidental (ENEL-EMGESA, 2015).  

     Dentro de la construcción de esta hidroeléctrica está contemplada una línea de transmisión 

«con 40 km en circuito doble y 11 km en circuito sencillo» (ILSA, 2014, p.12). También cuenta 

con 3 bocatomas que son grandes construcciones que desvían el río para que este sea dirigido a 

la casa de máquinas (ILSA, 2014). En la vereda La Cascada, en el municipio de Cabrera se 

encuentra la primera cadena llamada 2 Bocatoma; y las otras dos cadenas, 4 Bocatoma y 5 

Bocatoma, estarían en el municipio de Icononzo en las veredas La Esperanza y El Mesón 

respectivamente (ILSA,2014). De cada bocatoma se desprenden las mini-centrales. Por último, 

se encuentra también las construcciones de túneles. Estos túneles son para conducción y para 

construirlos se hace uso de explosivos de la misma forma que se ha hecho en otros países. En la 

Tabla 2 se pueden ver las obras involucradas en la construcción de cada central.  

 

Tabla 2 

Obras a construir en cada central 
Obras Central 2 Central 4 Central 5 

 2A 2B 4A 4B 4C 5A 5B 5C 

CAPTACIÓN 
Presa Vertedero Concreto Convencional X  X   X   

Canal de limpia X  X   X   

Orificio de caudal ecológico X  X   X   

Canal de peces -  X   X   

Bocatoma Lateral X  X   X   

Desarenador X  X   X   

Tanque de carga X  X   X   

CONDUCCIÓN 
Tubería de baja presión X X X X  X X  

Túnel de conducción X X X   X   

Tubería de carga X X X X X X X X 

Almenara X X X   X   

Bypass X  X X  X X  

DESCARGA DE AGUA 
Tanque de carga al río X  X X X X X  

Casa de máquinas al río X X  X X  X X 

OBRAS DE GENERACIÓN 
Casa de máquinas X X X X X X X X 
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Tanque de sumergencia X X X X X X X X 

ACCESOS 
Vías X X X X X X X X 

Puente vehicular X  X     X 

OBRAS ADICIONALES 
Zonas de deposito X X X X X X X X 

Fuentes de materiales X X X 

Campamentos   X X X 

Concreteras  X X X 

 

     En cada cadena se requiere de 26 personas para su operación. Entre esos trabajadores debe 

haber 15 encargados del mantenimiento electromecánico, 8 para supervisar la generación y 3 

para aseo y otros servicios generales (EMGESA-ENEL, 2015). Este personal de EMGESA será 

hospedado en un campamento especial.  

     Las obras mencionadas en la Tabla 2 tienen influencia sobre 72 hogares y 22 se encuentran en 

las áreas específicas requeridas para la elaboración de dichas obras. Esos hogares deben ser 

reasentados (EMGESA-ENEL, 2015). 

 

4.2.2. Hidroeléctrica a filo de agua 

 

 

Elaboración propia	
Fuente: EMGESA-ENEL, 2015, Proyecto hidroeléctrico El Paso: EIA. 	
	

Figura 6: Centrales hidroeléctricas a filo de agua 
Fuente: Fundación Solar, 2013, Centrales hidroeléctricas de 
pequeña escala, la experiencia de la Fundación Solar en 
Guatemala	
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     Las hidroeléctricas a filo de agua, hace uso de la fuerza del caudal natural del río «y genera 

energía a medida que pasa» (International Rivers, s.f, p.2). Por lo general, este tipo de proyecto 

se presentan sin embalses y, por ende, sin riesgos de inundación. Según International Rivers (s.f), 

se puede suponer que son amigables con el medio ambiente ya que, visualmente, no evidencian 

ningún bloqueo ni disturbio en el caudal intervenido. Este tipo de hidroeléctricas también son 

llamadas centrales de agua fluyente. Son construidas especialmente en terrenos sin muchos 

desniveles y con un caudal constante ya que –supuestamente- no almacena agua (ILSA, 2014).  

     La revista Forbes ha declarado que «la energía de filo de agua podría ser lo último en energía 

verde» (International Rivers, s.f, p.1). Este tipo de centrales hidroeléctricas no usan combustibles 

fósiles para su funcionamiento, no causan contaminación del agua o el aire, «contribuyen al 

mejoramiento de la calidad de vida, […] favorece, principalmente, en la disminución del 

consumo de productos derivados del petróleo, carbón y leña, reduciendo con ello las emisiones 

de gases de efecto invernadero» (Fundación Solar, 2013, p.17). 

     Sin embargo, no es cierto que estas centrales sean amigables con el ambiente. International 

Rivers (s.f), en su artículo El engaño a los ríos: energía hidroeléctrica a filo de agua explican 

que un proyecto a filo de agua almacena agua, durante semanas o meses, en represas más 

pequeñas. Esta técnica de almacenamiento es necesaria debido a la variedad del caudal en 

distintas épocas del año.  

     Dentro de la categoría de las centrales hidroeléctricas a filo de agua se pueden encontrar 

varios tipos de proyectos. Primero están los proyectos a filo de agua estrictos que consisten en la 

generación de energía que se da con el paso del agua que mueve turbinas, pero no hay regulación 

del río (International Rivers, s.f). Esta modalidad es la que menos riesgos ambientales representa.  

     El segundo tipo son los proyectos a filo de agua de pondaje. Estos hacen uso de embalses 

donde se almacena agua durante la regulación diaria o semanal del caudal del río (International 

Rivers, s.f). Para la generación de energía, se hace pasar el agua por turbinas. Esta modalidad de 

pondaje puede resultar en «cambios drásticos, incluso cada hora, en el flujo de un río» 

(International Rivers, s.f, p.3).  

     Los proyectos a filo de desviación son un tercer tipo. Dicha modalidad consiste en la 

desviación del río a través de túneles superficiales o subterráneos hasta una usina eléctrica, 

donde, el agua pasa por unas turbinas y es devuelta al río (International Rivers, s.f). Estos 

proyectos tienden a disminuir el caudal de río por largos tramos.  
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    Los proyectos a filo de agua son popularmente considerados como «una fuente continua de 

energía limpia verde renovable con un impacto ambiental mínimo» (International Rivers, s.f, 

p.4). Pero, estas centrales hidroeléctricas si tienen riesgos ambientales y sociales, algunos, muy 

peligrosos. Por ejemplo, las represas pueden bloquear la migración de los peces, y otras especies 

acuáticas, río arriba y río abajo (International Rivers, s.f). Tampoco permite que los sedimentos y 

nutrientes lleguen a las zonas necesarias. Esto se debe a que el uso de represas o la desviación 

del caudal reducen el cauce por largas distancias entre el punto de toma hasta la casa de 

máquinas, donde, el agua vuelve al río después de pasar por las turbinas (Osorio, 2016). 

     Otros riesgos que enfrentan los proyectos hidroeléctricos a filo de agua se relacionan con 

sobrecostos y exceso de tiempo para su construcción y funcionamiento (International Rivers, s.f); 

son más vulnerables que otras hidroeléctricas a los cambios climáticos, ya que dichos proyectos 

dependen altamente en los flujos del río (International Rivers, s.f); conducen a la «degradación 

severa de áreas pristínas» (p.10). 

 

4.2.3. ¿Quién está a cargo del proyecto? 

     EMGESA es la empresa que propuso y busca ejecutar el proyecto hidroeléctrico en la cuenca 

media del río Sumapaz. Esta es una empresa colombiana generadora y comercializadora de 

energía eléctrica. Esta empresa está aliada al capital transnacional a través de la empresa chilena 

Endesa, que a su vez está afiliada al grupo Eneris de España, y es controlada por la empresa 

italiana ENEL (ILSA, 2014).  

     En la web de ENEL-EMGESA-CODENSA, la empresa se describe como una empresa sólida, 

que genera confianza y es amigable con el medio ambiente (Generation Business, 2018). ENEL-

EMGESA actualmente es la compañía líder en Colombia en cuanto a la producción de energía 

eléctrica. El objetivo principal de esta empresa es ofrecer soluciones integrales en cuanto a 

energía (Generation Business, 2018). 

     En Colombia, EMGESA está encargado de 12 hidroeléctricas como Guavio, Betania y Pagua 

(que se compone por la Guaca y Paraíso), y plantas menores en El Charquito, Tequendama, 

Limonar, La Junca, La Tinta y San Antonio; y está en el proceso de desarrollo de la 

hidroeléctrica El Quimbo (ILSA, 2014). Adicionalmente EMGESA maneja las térmicas en 

Termozipa y Cartagena (ILSA, 2014). En total la empresa es responsable de 2914 megavatios de 

energía eléctrica en el país (ILSA, 2014).  
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4.3. Argumentación EMGESA a favor del proyecto hidroeléctrico El Paso 

     Con el proyecto hidroeléctrico El Paso, según EMGESA, se busca el aprovechamiento del río 

para satisfacer la demanda energética del país y el desarrollo de la región; argumentan que esto 

traerá nuevos y, mejores pagos, empleos, se mejorarían las vías de comunicación con otros 

territorios, seguridad con la presencia del ejército y escuelas mejoradas (ILSA, 2014). Además, 

es un proyecto amigable con el medio ambiente –según EMGESA-, pues al ser de modalidad de 

filo de agua se utiliza el caudal natural del río para la generación de energía, no se presentan 

inundaciones, y no hay riesgo de contaminación ya que no se le introducen químicos al agua en 

el proceso (Calderón, 2015).  

 

4.3.1. Impactos ambientales 

     EMGESA asegura que el proyecto, al funcionar bajo la modalidad a filo de agua, respeta «los 

usos y servicios ambientales y sociales» (Calderón, 2015, p.2) del agua. Sin embargo, se 

presentan afectaciones mínimas en la productividad agrícola así la modalidad de la hidroeléctrica 

sea amigable con el medioambiente (Calderón, 2015). Adicionalmente, hay familias que tendrían 

que ser reasentadas ya que EMGESA compraría varios predios para la construcción del proyecto 

hidroeléctrico El Paso. La empresa, dentro de su plan de reasentamiento «planea garantizar 

condiciones iguales o mejores para las familias objeto del programa de reasentamiento» 

(Calderón, 2015, p.9). 

     En cuanto a la construcción del proyecto hidroeléctrico, EMGESA declara que no se desviaría 

el caudal del río. A continuación, explica que, por medio del uso de bocatomas para captar el 

caudal, se respeta este mismo (Calderón, 2015). Por esta misma línea, la empresa justifica el uso 

de explosivos en la construcción de túneles diciendo que «esta es una práctica que está 

contemplada en los métodos constructivos de todos los túneles en el mundo» (Calderón, 2015, 

p.6) y cuenta con las herramientas necesarias para evitar la presencia de grietas en el terreno. 

 

4.3.2. Impactos sociales 

     EMGESA argumenta que este proyecto beneficia a Colombia pues, la energía generada en 

esta hidroeléctrica iría dirigida al sistema interconectado del país (Calderón, 2015). En otras 

palabras, responde a la política minero-energética del país. Y así, el proyecto, «aumentará la 
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capacidad energética del país» (Calderón, 2015, p.21). El proyecto es planteado por la empresa 

como una solución a la creciente demanda energética que se presentó en el país alrededor del año 

2009. En ese año, la demanda ascendió a 54.679 GW/año, pero, la capacidad instalada solo 

llegaba a 13.543 GW/año -9.001 MW generados por centrales hidroeléctricas, 3.759 MW 

responsabilidad del gas natural, 700 MW por centrales térmicas a carbón, y una pequeña porción 

por otros medios como centrales de cogeneración, combustible fósil y eólicas- (EMGESA-

ENEL, 2015). La demanda energética va a seguir aumentando con el crecimiento demográfico y 

la creación de nuevas actividades que requieren un consumo energético, y EMGESA ha 

propuesto al proyecto hidroeléctrico El Paso como parte de la solución. 

 

4.3.3. Mecanismos de difusión y socialización del proyecto 

     EMGESA asegura la existencia y uso de mecanismos para informar a la comunidad e 

involucrarlos en el proceso (Calderón, 2015). La socialización de los distintos aspectos de cómo 

sería el proyecto se dio en tres etapas: la primera entre finales de 2011 y 2012 para exponer las 

características del proyecto y las investigaciones requeridas; la segunda etapa fue a finales del 

2012 y se expuso la primera versión de la evaluación de impacto ambiental (EIA); y la última en 

el 2015 donde se exponen los estudios complementarios y ajustes del EIA (EMGESA-ENEL, 

2015).  

     Para la primera etapa se realizaron 37 reuniones en total con una participación de 698 

personas (EMGESA-ENEL, 2015). Para la convocatoria de estas reuniones se coordinó agendas 

con las autoridades y organizaciones pertinentes y, a través de avisos, volantes y carteles, se 

convocó a la comunidad (EMGESA-ENEL, 2015). En las reuniones se hizo uso de herramientas 

que explicaba el propósito y los alcances del proyecto hidroeléctrico El Paso (EMGESA-ENEL, 

2015). Posteriormente se aplicaron algunos mecanismos de participación para discutir con la 

comunidad su perspectiva sobre el proyecto y algunos factores a considerar.  

     En la segunda etapa hubo 35 reuniones con un total de 607 asistentes (EMGESA-ENEL, 

2015). Un proceso de convocatoria similar al de la primera etapa. Lo único diferente en esta 

segunda etapa, fue la información distribuida, pues el objetivo era diferente. Aquí se presentaron 

los resultados de las investigaciones en campo y los impactos encontrados del proyecto 

(EMGESA-ENEL, 2015). EMGESA argumenta que con esta información se dieron discusiones 
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y otras actividades (como talleres DOFA) que permitieron a la comunidad aclarar dudas y dar 

sugerencias.  

     La tercera etapa contó con 46 reuniones y 1169 participantes (EMGESA-ENEL, 2015). En 

esta oportunidad, la convocatoria requirió de una actualización previa de las entidades 

territoriales y el directorio debido a los cambios y ajustes en el proyecto hidroeléctrico. La otra 

diferencia de este proceso es la información divulgada. La estrategia de comunicación se enfocó 

en «brindar información confiable, veraz y oportuna a los diferentes actores sociales» 

(EMGESA-ENEL, 2015, cap. 3). Las metodologías participativas no se pudieron implementar 

debido a la oposición existente en algunos municipios frente al proyecto en cuestión 

(ENMGESA-ENEL,2015). Sin embargo, después de un proceso de comunicación más directa 

con las Alcaldías, Juntas de Acción Comunal y demás entidades se lograron las reuniones con la 

comunidad.  

     En el proceso de estudios previos para la construcción del proyecto hidroeléctrico El Paso, 

EMGESA hizo una serie de consultas ante las Corporaciones Autónomas Regionales en aras de 

conocer y respetar las áreas protegidas o Planes de Ordenamiento Territorial. Al respecto, 

CORTOLIMA expresa que no hay áreas protegidas, pero sí existen zonas de significancia 

ambiental (como bosques y humedales) e identifican zonas de amenaza natural que son 

susceptibles a fenómenos como derrumbes (EMGESA-ENEL, 2015). Por otro lado, la CAR 

informa de la existencia de protección bajo la figura de Parque Nacional Natural Sumapaz que, 

adicionalmente, incluye un plan de manejo adoptado en 2007 (EMGESA-ENEL, 2015). También 

afirma la CAR que «no existe un área protegida declarada por la corporación en los municipios 

de Venecia, Pandi y Cabrera» (EMGESA- ENEL, 2015, cap.2). 

 

4.3.4. Licenciamiento para la ejecución del proyecto hidroeléctrico El Paso 

     La empresa encargada del proyecto hidroeléctrico El Paso, EMGESA, en el 2015 se 

encontraba realizando estudios de impacto ambiental (Calderón, 2015). Estos estudios son 

requeridos por la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA) para adquirir la licencia 

o permiso ambiental. Sin embargo, en un certificado de reporte emitido por el SiB Colombia –

Sistema de información sobre biodiversidad de Colombia, este permiso fue emitido el 22 de 

enero del 2015 (SiB, 2016). El reporte hace una breve descripción del territorio donde se refiere 

a este como  
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de características torrenciales enmarcada en un paisaje montañoso, caracterizado por valles 
profundos y laderas rocosas de alta pendiente; morfológicamente, el valle del río Sumapaz está 
rodeado por una serie de colinas alargadas y alineadas con escarpes rocosos contrastados por 
algunos valles con laderas de pendientes moderadas que revelan la estructura tabular de las 
formaciones rocosas. (SiB, 2016, p. 3) 

 
Y luego de describir detalladamente el caudal del río Sumapaz procede a hacer una clasificación 

y descripción de las especies invertebradas que se encuentran en la zona y se pueden ver 

afectadas de una u otra forma por el proyecto hidroeléctrico El Paso.  

     Sin embargo, Expertos de ENEL, y hasta la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 

(ANLA), aseguran que no existe tal permiso. Por medio de un líder social de la Zona de Reserva 

Campesina de Cabrera se obtuvo la evaluación de impacto ambiental elaborada por EMGESA en 

noviembre del 2015. Este documento consta de 12 capítulos donde se explica el proyecto 

hidroeléctrico El Paso, se analizan factores ambientales, sociales y ambientales, se revisan las 

demandas y se plantea las estrategias de respuesta a estas demandas y a cualquier accidente que 

pudiera suceder. La evaluación solo fue entregada a los municipios involucrados en el proyecto, 

más nunca llego a manos de la ANLA. Por ende, este proyecto hidroeléctrico, nunca ha contado 

con una licencia ambiental.  
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5. Cabrera, Cundinamarca 

     La comunidad cabreruna no estuvo de acuerdo con el proyecto hidroeléctrico El Paso. Esto se 

debe a las características y vocación del territorio para lo cual el agua es esencial. De hecho, los 

campesinos describen el agua como fuente de vida. EMGESA, al plantear este proyecto, va en 

contra de este planteamiento y de otros como la figura de ZRC. A continuación, se hace una 

caracterización de la ZRC; se exponen las opiniones y acciones de los campesinos frente a la 

hidroeléctrica y se mencionan las principales organizaciones que dirigieron la resistencia frente 

al proyecto y algunas de las acciones de ese proceso.  

 

5.1. Antecedentes de la Zona de Reserva Campesina 

     La ZRC es una figura jurídica para el reconocimiento de derechos, el ordenamiento territorial 

y el fomento a la economía campesina. Las ZRC se constituyen legalmente en el año 1994, pero 

tiene sus inicios en «constructos histórico-territoriales concretos, que se expresan en las 

organizaciones representativas de los colonos y campesinos de cada una de ellas» (Estrada 2013, 

citado en FAO, ANT, 2018, p.14). 

     Las distintas luchas agrarias por la tenencia de la tierra y el reconocimiento de los derechos de 

los campesinos han dado paso a las ZRC. A lo largo del siglo XIX y XX, en términos de 

desarrollo y ordenamiento territorial, primó la acumulación de tierras por parte de empresarios y 

hacendados. Los campesinos tenían acceso a tierras bajo la figura del arriendo o la adquisición 

de una parcela donde vivían con sus familias y trabajaban para alimentarse y para el latifundista. 

Sin embargo, a muchos parceleros los latifundistas no les pagaban los salarios correspondientes, 

y tenían el derecho a darles fuete o a abusar sexualmente de las mujeres de la familia del 

campesino (González, Sánchez, González, 2017). 

     Desde la década de 1930 se presentaron una serie de intentos –como el proyecto de Jorge 

Eliécer Gaitán en 1931, la Reforma Social Agraria en1961y la reforma agraria entre 1962 y 

1966- por mejorar la situación de la ruralidad, pero solo eran pañitos de agua tibia que no daban 

solución absoluta a las desigualdades (FAO, ANT, 2018). Las propuestas de estas acciones 

gubernamentales no se orientaban a la redistribución de tierras para así conseguir una igualdad, 

sino al seguimiento de los parámetros del mercado internacional al beneficiar a los empresarios 

(INCODER, ILSA, SINPEAGRICUN, 2012). Con la muerte de Jorge Eliécer Gaitán y la 

violencia bipartidista, donde los representantes del partido conservador buscaban beneficiar a los 
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latifundistas, en 1947 aproximadamente comenzó un proceso de resistencia armada por parte de 

los campesinos (González et al., 2017). Se formaron guerrillas en diferentes regiones del país 

con el propósito de defender la vida y la tierra; su modus operandi era la expropiación de 

latifundios que eran divididos entre los campesinos sin tierra.  

     En los primeros años de la década de 1950, varias de estas guerrillas se desmovilizaron, y la 

resistencia se fue transformando en «organización de masas ampliada, de lucha por la conquista 

de las necesidades más sentidas de la población» (González et al., 2017, p.70). Es decir, las 

luchas agrarias adoptaron un corte más político. Esta forma de pensar, sumado con la acogida 

popular que tenían las organizaciones agrarias en la lucha por el territorio llevaron a que, en la 

década de 1960, se iniciara el proceso de creación de sindicatos agrarios. El propósito de estos 

era defender «la paz, la democracia con justicia social y la seguridad alimentaria» (González et 

al., 2017, p.79). En municipios de Cundinamarca, Tolima y en Huila se crearon los primeros 

sindicatos.   

     En 1968, con la presidencia de Lleras Restrepo, se dio un nuevo intento para impulsar la 

reforma agraria bajo el pretexto de modernizar el campo y poner a producir las tierras explotadas 

inadecuadamente: la Ley 1a de 1968. Sin embargo, esta nunca fue puesta en acción. Esto generó 

un mayor descontento entre los campesinos, incluso de regiones donde no se había luchado por 

la tierra. Ya era necesaria una reforma agraria funcional. Sin embargo, en 1972 se da el «Pacto 

de Chicoral» donde se «elimina la expropiación de tierras a los latifundistas y la adquisición de 

predios» (González et al., 2017, p.105).  

     Siguió el proceso de formación de sindicatos en departamentos como Nariño y el Atlántico, 

que, posteriormente llevó a la Fundación de la Federación Nacional Sindical Agropecuaria 

(Fensa) en 1967. Esta federación abarca todos los sindicatos agrarios existentes y propone la 

creación de otros, y plantea la lucha agraria en unión con otros sectores de la población.  

     Los integrantes de Fensa fueron víctimas de persecuciones y asesinatos, pero nunca dejaron 

de luchar por la tierra y los derechos de los campesinos. De hecho, los campesinos crearon una 

propuesta de Reforma Agraria democrática e integral que se busca dar a conocer al Gobierno. A 

principios de 1987 se dio a conocer dicho proyecto y se acompañó con movilizaciones en todo el 

país de campesinos y otros trabajadores que la exigían (González et al., 2017). Al recibir el 

apoyo de otros sectores en las exigencias sobre el derecho a la tierra, Fensa pasó a ser Federación 

Nacional Sindical Unitaria Agropecuaria (Fensuagro).   
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     Con la constitución de 1991 se dio un gran paso hacia la igualdad de trato en la sociedad. Esta 

constitución concibe a Colombia como un Estado Social de Derecho y contiene un amplio 

catálogo de derechos y deberes donde se incluyen a las poblaciones indígenas y afrocolombianas, 

pero excluye a la población campesina (INCODER, et al., 2012). Esto muestra que el Estado no 

reconoce a los campesinos como población que requiere «medidas afirmativas» para conseguir la 

igualdad material para su desarrollo (INCODER et al., 2012).  

     Tras el incumplimiento de promesas del Estado para la mejora de la situación de los 

campesinos, múltiples organizaciones campesinas de diferentes regiones del país llevaron a cabo 

marchas, paros y otros mecanismos de protesta; se retoman las luchas por la tierra 

principalmente en el Guaviare, Putumayo, Caquetá, Sur de Bolívar y Sucre (González et al., 

2017). Con estas acciones, los campesinos le exigieron al Estado la provisión de bienes, apoyo 

técnico y financiero, y el reconocimiento –garantía y protección- de sus derechos (FAO, ANT, 

2018). Es decir, los campesinos dirigentes de Fensuagro, tras ver estos hechos, proponen la 

figura de ZRC para defender los derechos de los campesinos y sus territorios (González et al., 

2017).  

     Dicha propuesta se materializa y respalda en la Ley 160 de 1994 sobre reforma agraria. Con 

esta Ley se crea el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino y se 

reforma el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (INCORA). En el capítulo XIII sobre 

Colonizaciones, Zona de Reserva Campesina y Desarrollo Empresarial se establece el marco 

normativo de la figura ZRC. 

 
Son Zonas de Reserva Campesina, las áreas geográficas seleccionadas por la Junta Directiva del 
INCORA, teniendo en cuenta las características agroecológicas y socioeconómicas regionales. En 
los reglamentos respectivos se indicarán las extensiones mínimas y máximas que podrán 
adjudicarse, determinadas en Unidades Agrícolas Familiares, el número de éstas que podrá darse o 
tenerse en propiedad, los requisitos, condiciones y obligaciones que deberán acreditar y cumplir los 
ocupantes de los terrenos. (artículo 80 Ley 160 de 1994) 

 
     La normatividad que rige la figura de ZRC está supervisada por el INCORA. Estas normas se 

enfocan en la superación del problema agrario a través de la redistribución de tierras, 

construcción de economías alternativas y de territorialidades, además de garantizar los derechos 

de las comunidades (ILSA et al., 2013). Más específicamente, el marco normativo expuesto en la 

Ley 160 de 1994 busca el cumplimiento de los objetivos de las ZRC tales como  
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la superación de las causas de los conflictos sociales y ambientales, el fomento y estabilización de 
la economía campesina, el mejoramiento de la calidad de vida de los pobladores rurales, el 
establecimiento de un marco de armonización de los diversos intereses sobre la tierra a partir de la 
definición de políticas desde un ordenamiento social, productivo y ambiental participativo, el 
acceso a la tierra, a bienes públicos, programas y proyectos diseñados bajo un enfoque de derechos 
y de sostenibilidad. (FAO, ANT, 2018, p.79) 

 
     Los Planes de Desarrollo Sostenible (PDS) se pueden considerar como la hoja ruta para 

ordenar la ZRC y actuar para lograr esa calidad de vida campesina anhelada. En la ZRC de 

Cabrera, bajo el Proyecto Piloto de las ZRC, se elaboró en el 2000 un PDS. En este, el objetivo 

principal de la ZRC era «(...) establecer las estrategias necesarias para elevar el nivel de vida de 

sus habitantes, mediante la construcción social de su región, de tal suerte que su centro y 

finalidad sea el ser humano» (Plan de Desarrollo Sostenible, 2000, p.6 citado en ILSA et al., 

2013, p.50). Para lograr esto, se plantearon distintos proyectos para la salud, la educación, la 

producción agrícola (economía), la cultura y la preservación ambiental (ILSA et al., 2013).  

     El segundo PDS, de 2013, tuvo como guía central el derecho a la tierra. El objetivo principal 

fue «promover la protección, promoción y realización de los derechos económicos, sociales, 

culturales y ambientales de los habitantes de la Zona de Reserva Campesina de Cabrera (…)» 

(ILSA et al., 2013, p.226). Para alcanzar este objetivo se propusieron proyectos para el 

ordenamiento territorial, producción económica, ámbito social y medio ambiente (ILSA et al., 

2013).   

     La figura de ZRC propuesta en la Ley 160 de 1994 no fue objetada cuando se presentó, pero 

sí tuvo sus obstáculos en la etapa de reglamentación e institución. La importancia de la ZRC 

como instrumento de los campesinos para ordenar su territorio e impulsar el desarrollo rural no 

fue reconocida por el Estado hasta 1996 a través del Decreto 1777 (INCORA et al., 2012).  

Dicho Decreto involucró dentro del campo de ZRC no solo a las zonas de colonización, de 

frontera agrícola o de predominio de baldíos sino también «las zonas geográficas cuyas 

características agroecológicas y socioeconómicas requieran la regulación, limitación y 

ordenamiento de la propiedad rural, así como las zonas de amortiguación del área de Parques 

Nacionales Naturales» (INCODER et al., 2012, p.23). 

     Entre 1997 y 2002 se constituyeron seis ZRC –Guaviare, Pato-Balsillas, Sur de Bolívar, 

Cabrera, Bajo Cuembí y Comandante, Valle del río Cimitarra- que durante la primera década del 

siglo XXI se decidieron a ejercer su derecho a «organizarse, autodeterminarse y defender su 

territorio a través de acuerdos internos sin necesidad de una aprobación oficial (…)» (Anzorc 
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2011 citado en INCORA et al., 2012, p.30). Sin embargo, con el gobierno de Álvaro Uribe Vélez 

se detuvo la práctica de la figura de la ZRC y fue eliminada de la vida legal. Esto se dio bajo el 

argumento que identificaba a las ZRC como «santuarios de la guerrilla, nuevas zonas de despeje, 

caguanes» (INCORA et al., 2012, p.39). Fue así que, durante ocho años (2002-2010), no hubo 

ningún avance en la figura y los derechos de los campesinos fueron prácticamente ignorados.  

     Sin embargo, en el 2009, bajo la sentencia C-175 de la Corte Constitucional se revirtió la 

decisión de eliminar la figura de ZRC, pues esta acción se consideraba inexequible (INCORA et 

al., 2012). De esta forma la Ley 160 de 1994 retoma vigencia y vuelve el funcionamiento de las 

ZRC.  

     La implementación de la figura de ZRC busca defender el derecho de los campesinos. En el 

PDS de Cabrera de 2013 se resume el Marco Constitucional que da estructura a los compromisos 

y objetivos de la ZRC. A continuación, en la Tabla 3 se presentan algunos artículos de dicho 

marco. 

 

Tabla 3 

Marco constitucional relacionado con las ZRC 
Artículo Contenido 

2 Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover�la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa 
y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar 
la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.  
Las autoridades de la República están instituidas para proteger�a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.  

7 El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana.  
8 Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación.  

58 Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los 
cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una 
ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de los 
particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o 
social.  
La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función 
ecológica.  
El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad.  
Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación 
mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará consultando los intereses de la 
comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá 
adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa - administrativa, incluso 
respecto del precio.  

60 El Estado promoverá, de acuerdo con la ley, el acceso a la propiedad. Cuando el Estado enajene su 
participación en una empresa, tomará las medidas conducentes a democratizar la titularidad de sus 
acciones,�y ofrecerá a sus trabajadores, a las organizaciones solidarias y de trabajadores, condiciones 
especiales para acceder a dicha propiedad accionaria. La ley reglamentará la materia.  
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64 Es deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, 
en forma individual o asociativa, y a los servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, 
recreación, crédito, comunicaciones, comercialización de los productos, asistencia técnica y empresarial, 
con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los campesinos.  

65 La producción de alimentos gozará de la especial protección del Estado. Para tal efecto, se otorgará 
prioridad al desarrollo integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y 
agroindustriales, así como también a la construcción de obras de infraestructura física y adecuación de 
tierras. De igual manera, el Estado promoverá la investigación y la transferencia de tecnología para la 
producción de alimentos y materias primas de origen agropecuario, con el propósito de incrementar la 
productividad.  

79 Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la 
comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es deber del Estado proteger la diversidad e 
integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación 
para el logro de estos fines.  

80 El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su 
desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. Además, deberá prevenir y controlar 
los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños 
causados. Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las 
zonas fronterizas.  

 

     En Cabrera, la constitución de la ZRC, que incluye todo el municipio, se da al reconocer el 

grado de organización, y, por ende, la tradición de lucha campesina de esta comunidad, además 

de  
 

su ubicación en zona de amortiguamiento del Parque Nacional Natural del Sumapaz, es decir, en 
un ecosistema con condiciones ambientales estratégicas como lo es el paramuno, por lo que resulta 
una zona clave para el abastecimiento de agua tanto de Bogotá, como de los municipios vecinos; el 
predominio en su área de la economía campesina (…); la existencia de elevados índices de pobreza, 
y, la consideración de la existencia de una necesidad de iniciar un proceso de ordenamiento de la 
propiedad en la región. (INCORA et al., 2012, p.34) 

 
     El primer PDS de la ZRC de Cabrera, mencionado anteriormente, fue elaborado como parte 

del proceso de constitución de la ZRC. Su contenido fue socializado y aprobado en la Audiencia 

Pública del 12 de agosto del 2000. Esta audiencia fue realizada por el Ministerio de Agricultura y 

Desarrollo Rural con la financiación de Banco Mundial quienes participaron además de la 

Alcaldía Municipal, delegados del Proyecto Piloto de ZRC a través del Instituto Internacional de 

Cooperación para la Agricultura (IICA), la Universidad de Cundinamarca, la CAR, el Servicio 

Nacional de Aprendizaje (SENA), las organizaciones campesinas e integrantes de la comunidad 

interesados (INCORA et al., 2012).  

Elaboración propia	
Fuente: ILSA, SINPEAGRICUN, INCODER, 2013, Plan de Desarrollo Sostenible Zona de 
Reserva Campesina de Cabrera (Cundinamarca): por una zona de reserva campesina garante de 
derechos económicos, sociales, culturales y ambientales para los cabrerunos.	
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     La audiencia no solo permitió la socialización del PDS, sino que también dio espacio para el 

acuerdo de compromisos por las distintas partes involucradas en la regulación y funcionamiento 

de la ZRC. Dichos acuerdos son presentados en la Tabla 4. 

 

Tabla 4 

Compromisos acordados en la audiencia pública   
Por parte de las comunidades • Participación responsable en las actividades que genere el programa en la 

zona.� 
• Participación de la comunidad en los procesos de toma de decisiones.  
• Ofrecer contrapartida en los recursos de inversión que el programa maneje, 
bien sea representados en trabajo, especie o servicios.� 
• Iniciar procesos de capacitación sobre autogestión, con el fin de garantizar 
la continuidad de los objetivos del programa, una vez este finalice.  
• Mejoramiento de las condiciones de vida de�la comunidad, con una visión 
respetuosa del ecosistema, en busca de una armonía entre el crecimiento 
económico, la distribución equitativa y la sostenibilidad ambiental y política.  
• Actuar con honestidad y transparencia en el manejo de los recursos que le 
sean entregados en desarrollo de este programa.� 
• Cumplir las reglas establecidas en concertación entre la comunidad y las 
instituciones.  
• Lograr la transformación de la capacidad productiva y los niveles 
tecnológicos tradicionales y potenciar�la auto-organización de la comunidad 
para volverla gestora de su desarrollo.  

Por parte de 

las 

instituciones 

PPZRC-IICA Inclusión de la ZRC como tercer área de operación del Proyecto Piloto, lo que 
beneficiaría a la comunidad con recursos financieros y logísticos. 

SENA Otorgar capacitación en materia de producción, comercialización y tratamiento 
poscosecha.  

INCORA Continuar el programa de titulación de baldíos y negociación de predios. 

UMATA Brindar asesoría técnica. 

Alcaldía 

Municipal 

Apoyar logística y financieramente en los subproyectos a ejecutar. 

Banco 

Agrario 

Generar créditos de apoyo a la producción, conforme a los criterios de esta 
entidad. 

CAR Emitió concepto favorable a la propuesta de constitución y delimitación de la 
ZRC, supeditándola a los lineamientos dados por el Plan de Ordenamiento 
Territorial con respecto al componente ambiental y concretamente a la zona de 
amortiguación del Parque Nacional de Sumapaz y las áreas circundantes. 

 

5.2. Organizaciones campesinas involucradas 

     Dentro de la ZRC de Cabrera, y de la región del Sumapaz en general, existen unas 

organizaciones sociales que han estado involucradas en el proceso en contra de la 

implementación del proyecto hidroeléctrico El Paso. Estas organizaciones han defendido sus 

Elaboración propia	
Fuente: ILSA, SINPEAGRICUN, INCODER, 2013, Plan de Desarrollo Sostenible Zona de 
Reserva Campesina de Cabrera (Cundinamarca): por una zona de reserva campesina garante de 
derechos económicos, sociales, culturales y ambientales para los cabrerunos.	
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ideales específicos y los de la comunidad en general. A continuación, se revisará cada 

organización, sus posturas frente a El Paso, y las acciones que ha llevado a cabo con respecto a la 

situación. 

 

 Comité de impulso de la Zona de Reserva Campesina de Cabrera. Este Comité fue 

creado en el 2012 para la reactivación de la ZRC y así darle mayor peso político a la misma. Este 

Comité fue creado dentro de SINPEAGRICUN, ya que, como explica Rafael Acosta (2019), el 

sindicato no daba abasto con la carga política que representaba liderar y manejar los distintos 

temas relacionados a la ZRC5. 

     El comité de impulso está integrado por miembros de la comunidad. Estos líderes que guían y 

llevan a cabo procesos en defensa de la ZRC son elegidos democráticamente por la comunidad. 

La premisa para ser elegido es tener las capacidades de organizar, empoderar y manejar las 

diferentes iniciativas para desarrollar la ZRC. 

     En cuanto al proyecto hidroeléctrico El Paso, el Comité de Impulso de la ZRC de Cabrera no 

está de acuerdo con este. Como se menciona más arriba, la propuesta de la hidroeléctrica es 

concebida como una amenaza para la ZRC y los campesinos. Adicionalmente, este proyecto 

representa daños no sólo en las cuencas hídricas sino también en el resto de ecosistemas; trae 

consigo fenómenos como expropiación, despojo, y desplazamiento forzado (Comité de impulso 

de la Zona de Reserva Campesina de Cabrera, 2015).  

 

 Asociación de Juntas de Acción Comunal (Peñas Blancas, La Cascada, Pueblo 

Viejo). La Juntas de Acción Comunal (JAC) es una forma en que los vecinos o miembros de una 

comunidad se asocian y organizan (El Tiempo, 1994). En la ZRC de Cabrera, cada vereda tiene 

una JAC. El propósito de esta figura asociativa es fortalecer los procesos comunitarios para el 

desarrollo de su entorno. En otras palabras, las JAC son una herramienta y un espacio de 

socialización con respecto a los planes de desarrollo o intervenciones que el gobierno propone. 

Este espacio permite que los miembros de la comunidad evalúen la viabilidad y necesidad de 

dicho proyecto, y, así también, participen en ellos.  

																																																								
5 Esta entrevista fue realizada por el estudiante Alejandro Montoya en el marco del proyecto de 
investigación Configuración de la Zona de Reserva Campesina (ZRC) de Cabrera y 
construcción de paz territorial. 
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     Al llegar EMGESA a Cabrera, cuenta Julio Romero (2019), plantearon el proyecto 

hidroeléctrico como una maravilla, «que sí va a ser lo mejor, que iba a haber empleo, que iban a 

dar más o menos 200 a 400 empleos directos con un sueldo muy importante»6. Sin embargo, esa 

idea no los convenció, pues, a final de cuentas, la construcción y el funcionamiento de la 

hidroeléctrica abría la posibilidad de un río seco, una temperatura elevada, y un ecosistema 

atrofiado. 

     Teniendo esa reflexión muy presente, las JAC y el Comité de Impulso de la ZRC de Cabrera 

se han encargado de crear consciencia sobre los impactos de dicho proyecto y, así, decirle «no» a 

su construcción. Para esto, se han organizado reuniones en lugares estratégicos donde se 

socializan los posibles efectos de proyecto y cómo estos pueden afectar el estilo de vida de los 

campesinos cabrerunos (Julio Romero, 2019). 

 

5.2.1. Argumentos de la comunidad cabreruna frente al proyecto hidroeléctrico El Paso 

     «El río es vida, la hidroeléctrica es muerte. ¡Ni un paso a El Paso!» (Caballero, 2016, minuto 

3:07). Esta es la frase que resume la postura de los campesinos frente al proyecto hidroeléctrico 

El Paso. Dicho proyecto tiene efectos en el ecosistema –desabastecimiento del agua, deterioro de 

los suelos- y por ende en la economía, pero también en «la tradición cultural y en la identidad de 

las y los habitantes de la región, que se ven expuestos a transformaciones en sus formas de vida y 

de trabajo» (ILSA, 2014, p.41). La población de Cabrera, y de Sumapaz en general, describen el 

proyecto hidroeléctrico El Paso como irrespetuoso e incompatible con el territorio. El proyecto 

no respeta al río Sumapaz, el páramo –y sus normas legales de protección-, ni a la figura jurídica 

de ZRC que cobija al territorio (Comité de impulso de la Zona de Reserva Campesina de 

Cabrera, 2015).  

     La prevalencia y permanencia del «mercado corporativista y transnacional» (Comité de 

impulso de la Zona de Reserva Campesina de Cabrera, 2015) en vez de priorizar la función 

ecológica y social de dicha figura evidencia la incompatibilidad del proyecto hidroeléctrico. Al 

respecto, el Colectivo Abya Ayala (2016) -organismo que ha acompañado a los campesinos en el 

																																																								
6	Esta entrevista fue realizada por el estudiante Alejandro Montoya en el marco del proyecto de 
investigación “Configuración de la Zona de Reserva Campesina (ZRC) de Cabrera y 
construcción de paz territorial” financiado por la Vicerrectoría de Investigaciones de la PUJ.	
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proceso contra la hidroeléctrica El Paso- afirma que «no estamos en contra del desarrollo sino a 

favor de la vida; rechazamos la política minero energética del Gobierno Nacional; exigimos la 

generación de energías alternativas; exigimos políticas orientadas al fomento de la soberanía 

agro» (párr.8). Adicionalmente, para los campesinos cabrerunos el proyecto hidroeléctrico 

representa un beneficio para la empresa encargada, EMGESA, pero no para los campesinos 

(Caballero, 2016). En conclusión, el proyecto hidroeléctrico El Paso no es compatible con la 

ZRC de Cabrera porque va en contra de lo que los campesinos llaman evolución: desarrollo 

social ambiental y agropecuario (Caballero, 2016).  

     El proyecto es una expresión de desconocimiento de la vida humana, pues se le está 

arrancando el agua y el territorio que son fuentes de vida (Comité de impulso de la Zona de 

Reserva Campesina de Cabrera, 2015). El agua es necesaria para el trabajo y la vida humana, de 

flora y fauna. Con los cambios que produciría la construcción y funcionamiento de la 

hidroeléctrica se ven afectadas las condiciones del río; específicamente se afectan las corrientes 

superficiales, los niveles freáticos y el caudal del río entre otros (ILSA, 2014).  

     El proyecto hidroeléctrico El Paso también es concebido como una amenaza y sus efectos 

genera temor en los habitantes de Cabrera. Hay una afectación general en cuanto a la vocación 

agrícola del municipio –se disminuirá la fertilidad del territorio-, a la producción de alimentos y 

al acceso a los recursos naturales del diario vivir (Zona de Reserva Campesina de Cabrera 

Cundinamarca, 2016). El Comité de impulso de la Zona de Reserva Campesina (2015) advierte 

sobre las amenazas certeras de «despojo, expropiación, desplazamiento forzado, destrucción y 

contaminación de ríos, ecosistemas frágiles» (párr.2). En otras palabras, este temor se debe a que 

sus lugares comunes y de gran significado laboral y de vida van a ser expuestos a la 

conveniencia de EMGESA, empresa «traficante de agua», como la llama el Comité de Impulso 

de la Zona de Reserva Campesina de Cabrera (2015).  

     Por último, se hace un llamado a las autoridades pertinentes por la «dignificación del 

campesinado, la protección de nuestros recursos del intervencionismo extractivista y extranjero, 

la desconcentración y democratización de la propiedad de la tierra como pilar» (Comité de 

impulso de la Zona de Reserva Campesina de Cabrera, 2015, párr.15). Los campesinos han 

expresado de distintas maneras su desacuerdo con el proyecto hidroeléctrico El Paso y le piden al 

gobierno Nacional su respaldo. 
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5.2.2. Acciones para frenar el proyecto hidroeléctrico El Paso 

     Estas organizaciones campesinas que acabamos de mencionar, en compañía de otras 

organizaciones sociales -como el Colectivo Abya Yala, el movimiento Ríos Vivos, ILSA, y el 

Colectivo Alisos-, llevaron a cabo diferentes acciones para detener el proyecto hidroeléctrico El 

Paso. Estas acciones involucraron reuniones con los distintos actores (EMGESA, instituciones 

estatales, comunidad de la ZRC de Cabrera) para discutir los distintos puntos de vista, campañas 

de sensibilización, protestas y expresiones culturales que llevaron a la consulta popular donde se 

definió la retirada del proyecto. A continuación, se presentan estas acciones: 

 

 

 

 

 

 Foro en defensa del agua, la vida, y la pervivencia en el territorio. El foro se llevó a 

cabo el 14 de abril de 2012. En él hubo participación de «600 personas de varias veredas del 

municipio de Cabrera (…), para debatir acerca de los impactos que generaría la construcción de 

147 microcentrales hidroeléctricas en el páramo de Sumapaz, y que estarían a cargo de la 

empresa Emgesa» (notiagen, 2012, p.1). Dentro de estos participantes se encontraban miembros 

de las distintas organizaciones campesinas nombradas anteriormente, representantes de la 

alcaldía municipal, entidades como ANZORC, y organizaciones externas al territorio que han 

vivido experiencias complicadas con hidroeléctricas como Asoquimbo y del Cañón de las 

Hermosas. 

																																																								
7	En el 2013 pasaron a ser solo 8 minicentrales 

Figura 7: Línea del tiempo acciones de resistencia frente al proyecto hidroeléctrico El Paso	
Fuente: FAO, 2018, Las Zonas de Reserva Campesina. Retos y experiencias significativas en 
su implementación. Aportes para una adecuada aplicación de la Ley 160 de 1994, la Reforma 
Rural Integral y las Directrices Voluntarias para la Gobernanza Responsable de la Tenencia 
de la Tierra.	
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     Estas compartieron su experiencia y permitieron que los campesinos cabrerunos entendieran 

que las maravillas propuestas por EMGESA no eran del todo ciertas; según lo expuesto, los 

efectos del proyecto traerían resultados para la comunidad opuestos a los prometidos (Paola 

Bolaños8, 2019). Asoquimbo también alertó a la comunidad de la ZRC de Cabrera sobre 

amenazas y riesgos que enfrentan como la persecución y presión que pueden experimentar los 

campesinos para vender sus territorios, y los daños ambientales que se generan con la 

construcción de la hidroeléctrica (notiagen, 2012).  

     Organizaciones asistentes y representantes de la ZRC de Cabrera expusieron sus puntos de 

vista e inquietudes. Por ejemplo, el Comité de Jóvenes que impulsó el foro informó a todos los 

asistentes las distintas versiones y datos entregados por la comunidad con respecto a los 

proyectos hidroeléctricos, sus principales preocupaciones y su interés por continuar con la 

defensa de su territorio» (notiagen, 2012, pp.5-6). Hablando de la llegada de EMGESA al 

territorio, los asistentes expresaron su preocupación y descontento ante la situación de 

desinformación, pues la empresa llegó y no dio la información clara (notiagen, 2012). Por otro 

lado, un profesor de la Universidad de Cundinamarca hizo un balance de las riquezas naturales 

del páramo y, así, evidenció que «ni carreteras, ni represas deben existir en el páramo» (notiagen, 

2012, p.6). 

     El foro sirvió como escenario para empezar a hablar entre las comunidades sobre el proyecto 

hidroeléctrico El Paso, el agua, el territorio y, así, «poder disfrutar del agua y cuidar las fuentes, 

poder mantenerse en el territorio, poder mantener la vocación agrícola de la región y garantizar 

alimentos para la población, respetar el carácter de las zonas de reservas campesinas» (notiagen, 

2012, p.2). 

 

 Cabildo Abierto. Es uno de los mecanismos de participación ciudadana en el cual se 

discuten temas que afligen a la comunidad (Concejo de Soacha, 2020). En otras palabras, «El 

cabildo abierto es la reunión pública de los concejos distritales, municipales o de las juntas 

administradoras locales, en la cual los habitantes pueden participar directamente con el fin de 

discutir asuntos de interés para la comunidad» (Ley 134, 1994, art. 9).  

																																																								
8	Esta entrevista fue realizada por el estudiante Alejandro Montoya en el marco del proyecto de 
investigación “Configuración de la Zona de Reserva Campesina (ZRC) de Cabrera y 
construcción de paz territorial.” financiado por la Vicerrectoría de Investigaciones de la PUJ.	
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     En Cabrera, el 27 de febrero de 2016, se hizo un Cabildo Abierto para expresar la oposición 

de los distintos sectores de la comunidad frente al proyecto hidroeléctrico El Paso. Contó con la 

participación de la Alcaldía de Cabrera, la Personería municipal, las JAC, los líderes del Comité 

de Impulso de la ZRC de Cabrera, organizaciones sociales externas (ILSA, Ríos Vivos, Abya 

Yala), y otros líderes de la comunidad. Otras entidades como la CAR y ANLA, que fueron 

invitadas, «brillaron por su ausencia» (Colectiva Agraria Abya Yala, 2016, párr.1). En él, cuenta 

Paola Bolaños9 (2019) líder del Comité de Impulso, «hicimos nuestra ponencia, nuestra posición 

como mujeres; también así lo hicieron los jóvenes, así lo hicieron las otras organizaciones, 

colocando nuestro punto de vista frente a este proyecto». Carlos Cárdenas, el alcalde del 

municipio de Cabrera en ese entonces, manifestó su rotunda oposición ante dicho proyecto, y 

afirmó que «Este gobierno no apoya ningún proyecto que atente contra nuestro ecosistema; 

estamos en pro de defender nuestro medio ambiente» (Colectiva Agraria Abya Yala, 2016, 

párr.4).   

     Otros argumentos expuestos en el Cabildo se relacionan con las formas de vida campesina y 

sobre cómo la introducción de un megaproyecto afecta, por un lado, los espacios significativos 

para los habitantes y el ecosistema y, por otro lado, la vocación agraria del municipio (FAO, 

ANT, 2018). También se resaltó que, debido al carácter de ZRC que posee el municipio de 

Cabrera, la comunidad debería ser consultada antes de la intervención del proyecto (FAO, ANT, 

2018).; sin embargo, Paola Bolaños10 (2019) expresa que la empresa EMGESA entró al territorio 

a hacer y deshacer a su antojo.  

     La conclusión del Cabildo fue la necesidad de hacer la consulta popular. El alcalde, la 

Personería y el equipo de trabajo de la alcaldía municipal quedaron comprometidos a empezar a 

trabajar en la pregunta y otros detalles logísticos. Sin embargo, los líderes del Comité de 

Impulso, por su cuenta, también trabajaron en la construcción de la pregunta. Recibieron ayuda 

de legisladores contactados por Rafael Acosta, quienes les dieron guías en cómo hacer la 

pregunta y les corregían cada versión que tenían, hasta que llegaron a la versión definitiva 

																																																								
9 Esta entrevista fue realizada por el estudiante Alejandro Montoya en el marco el proyecto de 
investigación “Configuración de la Zona de Reserva Campesina (ZRC) de Cabrera y 
construcción de paz territorial.” financiado por la Vicerrectoría de Investigaciones de la PUJ. 
10 Esta entrevista fue realizada por el estudiante Alejandro Montoya bajo el proyecto de 
investigación Configuración de la Zona de Reserva Campesina (ZRC) de Cabrera y 
construcción de paz territorial. 
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(Rafael Acosta11, 2019). Una vez estuvo lista, la presentaron ante la alcaldía y el consejo 

municipal, y, fue seleccionada como la pregunta oficial de la Consulta Popular.  

 

 Consulta Popular. Las distintas acciones de resistencia –como el foro, las 

movilizaciones, manifestaciones artísticas y culturales- llevaron a la Consulta Popular en la ZRC 

de Cabrera. La Constitución Política de 1991 brinda distintas instancias de participación 

ciudadana que son reguladas por la Ley 134 de 1994. La Consulta Popular es uno de dichos 

mecanismos «mediante la cual, el Presidente de la República, el gobernador o el alcalde, según el 

caso, ponen en consideración del pueblo un asunto de trascendencia nacional, departamental, 

municipal, distrital o local, para que éste se pronuncie formalmente al respecto» (MOE, 2012, 

p.136). En otras palabras, dicho mecanismo representa «la posibilidad de que las comunidades 

puedan incidir en el futuro de sus territorios» (OCA, 2019, párr.1).  

     Los asuntos que se pueden someter a Consulta Popular, como se dijo anteriormente, son 

temas de interés de la nación, departamento, municipio, distrito o localidad. Sin embargo, no 

todo asunto relevante puede ser tratado en la Consulta Popular. Por ejemplo, no puede ser un 

acto legislativo, ni que implique asambleas constituyentes o modificaciones en la Constitución 

Política (MOE, 2012). Adicionalmente, para llevar a cabo una Consulta popular se debe cumplir 

con unos requisitos: la pregunta debe ser clara y debe poder responderse con «sí» o «no»; para 

conseguir la validez de la consulta debe participar mínimo la tercera parte del censo electoral; la 

opción ganadora debe ser igual o mayor a la mitad más uno del total de los votos (MOE, 2012). 

La decisión que se tome en la consulta debe ser cumplida y respetada por todos los mandatarios.  

     La Consulta Popular en la ZRC de Cabrera es un claro ejemplo de cuidado de la vida social y 

ambiental, y busca poner en claro la autonomía de dicho territorio que es otorgada, por un lado, 

por la figura de ZRC y, por el otro, por la sentencia T445 de 2016 donde la Corte Constitucional 

afirma que «el Estado colombiano no puede dar una prevalencia automática y abstracta al interés 

general y la visión mayoritaria del desarrollo o progreso cuando este afecta los derechos 

fundamentales de las personas» (OCA, 2019, párr.8). En el PDS de la ZRC de Cabrera está claro 

																																																								
11 Esta entrevista fue realizada por el estudiante Alejandro Montoya en el marco del proyecto de 
investigación “Configuración de la Zona de Reserva Campesina (ZRC) de Cabrera y 
construcción de paz territorial” financiado por la Vicerrectoría de Investigaciones de la PUJ. 
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que los proyectos minero-energéticos no se cuentan como estrategias de desarrollo, pues va en 

contra de todo lo que se propone ahí (FAO, ANT, 2018) en las dimensiones social, ambiental, 

cultural y de producción económica.  

 
¿Está usted de acuerdo, sí o no, con que, en el municipio de Cabrera, Cundinamarca, como Zona 
de Reserva Campesina, se ejecuten proyectos mineros y/o hidroeléctricos que transformen o 
afecten el uso del suelo, el agua o la vocación agropecuaria del municipio? � 

 
Esta fue la pregunta que se hizo en la Consulta Popular en Cabrera el día 26 de febrero de 2017. 

Es claro que la comunidad debe responder, expresando su acuerdo o desacuerdo frente a la 

construcción de proyectos de minería o hidroeléctricas –como lo es el proyecto hidroeléctrico El 

Paso. 

     Días antes de la Consulta Popular, la empresa EMGESA replanteó el proyecto: sacó a Cabrera 

de las áreas de influencia y llamó al nuevo proyecto Aguaclara12 –que se llevaría a cabo en los 

municipios de Pandi, Venecia e Icononzo (Redacción Medio Ambiente, 2017). Los líderes 

comunitarios de Cabrera percibieron este cambio como un engaño por parte de la empresa para 

que no se hiciera la Consulta Popular, sin embargo, los cabrerunos salieron a votar, pues, como 

explica Paola Bolaños, con esta acción se hace respetar la vocación agropecuaria de la ZRC y se 

blinda a la misma de megaproyectos minero-energéticos (Redacción Medio Ambiente, 2017; 

Monsalve, 2017).  

     Como ya se dijo, el domingo 26 de febrero de 2017 se realizó la Consulta Popular en la ZRC 

de Cabrera. Esta contó con la participación de 1.506 habitantes de los cuales 1.465 votaron en 

contra de los proyectos mineros y/o hidroeléctricos, 23 votaron a favor, hubo 5 votos anulados y 

13 en blanco (Redacción Medio Ambiente, 2017). Es decir, con un 97% de votos Cabrera le dijo 

«NO» a El Paso y otros proyectos similares que se podrían presentar en el futuro.  

     Hay campesinos que lo describen como un hecho histórico, pues el pueblo defendió y dejo en 

claro su desacuerdo con los proyectos minero-energéticos (Bermudez, 2017). Con este evento 

Cabrera deja en claro su postura firme frente a la defensa del territorio y sus ecosistemas; «los 

recursos son nuestros, este mundo nos pertenece a todos nosotros, no le pertenece a unas 

multinacionales» (Bermudez, 2017, min.7:41). 

																																																								
12 Funcionaria de ENEL-EMGESA confirmó que este proyecto tampoco se llevará a cabo, pues 
se produce una menor cantidad de energía y ya no es rentable para la empresa.  
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6. Entidades estatales  

     El proceso económico que vive Colombia se caracteriza por el retorno a la exploración y 

explotación del sector minero-energético, principalmente, por empresas extranjeras de capital 

transnacional (Ruiz & Santana, 2016). El Gobierno colombiano ha implementado un marco legal 

para regular esta actividad, incentivar la inversión extranjera y proteger el medio ambiente. En 

este capítulo se habla principalmente sobre el recurso hídrico y su ordenamiento y protección. 

También se ha establecido un marco legislativo para promover y cuidar las áreas rurales y las 

actividades agropecuarias, pues «el campo colombiano contribuye de manera importante al 

desarrollo económico y social del país» (PND 2014-2018, p.417). Dentro de la ruralidad 

conviven campesinos y grupos étnicos que tienen formas distintas de relacionarse con el 

territorio. Estos grupos, por lo menos en las leyes, son protegidos por el Estado, y su tradición 

productiva es respetada y excluida de las actividades minero-energéticas. Las distintas normas, 

que aquí se mencionarán, sirven como herramientas que apoyan, por un lado, al proyecto 

hidroeléctrico El Paso y, por el otro, regulan la intervención en los ecosistemas y apoyan la 

autonomía territorial de los grupos campesinos. 

 

6.1. Herramientas jurídicas para la empresa EMGESA y la ejecución del proyecto 

hidroeléctrico El Paso 

6.1.1. Importancia sector minero energético 

     El regreso de la extracción y exportación de recursos naturales en Colombia como fuente 

primaria del crecimiento económico, centró la atención a la explotación de hidrocarburos, y otros 

recursos metalíferos y no metalíferos; esta actividad ha sido considerada como uno de los 

motores de desarrollo en el país debido a los ingresos que genera en materia de tributación y 

regalías (Arango et al., 2012). Por tal motivo, las políticas macroeconómicas «se presentan como 

estrategias para fortalecer la explotación de materias primas que coadyuvan a desincentivar la 

producción industrial» (Ruiz & Santana, 2016, p.253). 

     La importancia de la minería se da alrededor de los años 80 con la «entrada en operación de la 

Guajira y el Cesar en el carbón y la instalación de una nueva planta de níquel en Cerromatoso» 

(Arango et al., 2012, p.20). Después aparecen, en el gobierno de Juan Manuel Santos, las 

llamadas Locomotoras del crecimiento económico a través de los cuales se impulsó aún más al 

sector minero-energético. El desarrollo del sector minero-energético fue considerado como una 
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de las cinco locomotoras «para el crecimiento y la generación de empleo». En el Plan Nacional 

de Desarrollo (PND) 2010-2014 se habla de las locomotoras como esos «sectores o actividades 

económicas que van a definir el rumbo que tome la economía colombiana» (PND 2010-2014, 

p.205). Las cinco locomotoras incluyen innovación, agricultura y desarrollo rural, vivienda, 

desarrollo y expansión minero-energética e infraestructura de transporte.  

     En el gobierno Santos se dice que el sector minero-energético ha traído al país grandes 

beneficios en términos de exportación y posicionamiento dentro del mercado internacional, 

genera «recursos para inversión social y productiva» (PND 2010-2014, p.276); sin embargo, para 

convertirse totalmente en locomotora del crecimiento, el Gobierno hace énfasis en que haya una 

mayor cobertura y, por ende, más acceso de sectores de la población a las fuentes de energía 

(PND 2010-2014). Para esto, proponen el mantenimiento de normas –como la Ley 685 de 2001 

que denomina a la actividad minero-energética de utilidad pública (art. 13)- que han permitido el 

crecimiento de este sector, y promover, regular y controlar proyectos de este sector (PND 2010-

2014). A continuación, en la Tabla 5, se presentan algunas de las normas que se han emitido para 

dinamizar el sector minero-energético. 
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Tabla 5 

Normatividad minera 
Nombre de la norma Descripción  
Resolución 0555 de 2007  Por la cual se determinan los precios base de los minerales para la liquidación de 

regalías. 
Resolución 181295 de 2007 Por la cual se señala y delimita una zona minera indígena. 
Resolución 18 0859 de 2002 Por medio de la cual se adoptan los términos de referencia para trabajos de 

exploración y programa de trabajos y obras en proyectos mineros.  
Resolución 18 0861 de 2002 Por medio de la cual se adoptan las guías minero ambientales y se establecen otras 

disposiciones.  
Resolución 18 0521 de 2004 Por la cual se señala y delimita una zona minera indígena. 
Resolución 18 1164 de 2005 Por la cual se declara la expropiación de un predio.  
Resolución 18 0306 de 2006 Por la cual se adoptan medidas en relación con el recaudo, distribución y 

transferencia de las regalías derivadas de la explotación de sal.  
Decreto 1335 de 1987 Mediante el cual se expide el reglamento de seguridad en las labores subterráneas.  
Decreto 1320 de 1998 Por el cual se reglamenta la consulta previa con las comunidades indígenas y negras 

para la explotación de los recursos naturales dentro de su territorio.  
Decreto 535 de 2006 Por el cual se delimita una zona de reserva especial a que se refiere el Artículo 31 

del Código de Minas, Ley 685 de 2001. 
Ley 141 de 1994 Por la cual se crean el Fondo Nacional de Regalías, la Comisión Nacional de 

Regalías, se regula el derecho del Estado a percibir regalías por la explotación de 
recursos naturales no renovables, se establecen las reglas para su liquidación y 
distribución y se dictan otras disposiciones.  

Ley 962 de 2005 Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y 
procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los 
particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos.  

 

 

 

 

     Otra acción propuesta por el Estado dentro del PND 2010-2014 es el fortalecimiento del 

mercado energético, lo cual también prevé los impactos del fenómeno de El Niño en el sector. 

Profundizar y mejorar los incentivos para la inversión privada, la consolidación de «una 

institucionalidad que sea capaz de responder al dinamismo del sector, teniendo en cuenta la 

problemática existente en todos los niveles de la cadena productiva» (PND 2010-2014, p.279), y 

la intercomunicación con otros sectores como el ambiental, la comunicación con las 

comunidades en las áreas de influencia y la coordinación con el Ministerio de Transporte para la 

construcción de vías y demás infraestructura necesaria son otras propuestas dentro del PND 

2010-2014 como claves para consolidar el sector minero-energético (PND 2010-2014). 

     En el PND 2014-2018 le otorgó al sector minero-energético la tarea de «asegurar que la 

economía tenga fuentes de energía competitivas que le permitan crecer y generar empleo, y 

contribuir de forma directa en la reducción de la pobreza» y generar «importantes recursos para 

financiar las inversiones que van a requerir la construcción de la paz, la educación y las políticas 

Elaboración propia	
Fuente: Arango, L.E., Dávila, J., Forero, L., González, O.E., León, P., Marín, M.A., 
Navarrete, T., Ochoa, A., Peña, L., Rodríguez, J.S., Rodríguez, I.C. (2012). Confianza 
inversionista: inversión extranjera en Colombia.	
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sociales en la lucha contra de la desigualdad» (PND 2014-2018, p.113). Todo esto Lo plantea el 

Estado en los PND desde 2010 hasta 2018 con el fin de hacer de Colombia más competitiva y 

productiva.  

 

6.1.1.1. Inversión extranjera 

     Las «ventajas que posee el país en materia de ubicación geográfica, mano de obra, la política 

de seguridad democrática y la infraestructura en materia de transporte marítimo y aéreo» 

(Arango et al., 2012, p.20) han hecho que distintas empresas extranjeras se interesen en invertir 

en proyectos extractivos en Colombia.  

     En el gobierno de Álvaro Uribe se fue creando una confianza capitalista que permitió el 

aumento de la participación del sector minero-energético en el producto interno bruto (PIB) 

(Arango et al., 2012); para ser más exactos, la explotación de estos recursos representa la mitad 

de las exportaciones colombianas (Gonzalez & Rocha, 2012). Instituciones como la Agencia 

Nacional de Hidrocarburos (ANH) ayudaron a facilitar que se diera este crecimiento, pues 

permitió la apertura de nuevos puntos de exploración en el país (Gonzalez & Rocha, 2012). La 

firma de tratados de libre comercio (TLC) con países del continente y la Unión Europea también 

influyó en el crecimiento de las exportaciones (Gonzalez & Rocha, 2012).  

     Para la entrada y desempeño de las empresas multinacionales, la ley 685 de 2001 también es 

de gran importancia, ya que bajo esta ley «las empresas nacionales o transnacionales con interés 

en la explotación minera podrían expropiar aquellas zonas de mayor potencial para los mismos» 

(Arango et al., 2012, pp.47-48). Desglosando la ley, se encuentran artículos que otorgan a estas 

empresas mayor autoridad sobre el desarrollo, pues la explotación minera es priorizada. 

González y Rocha (2012) mencionan estos artículos:  

 
(i) la actividad minera es de “utilidad pública” lo que permite la expropiación de los territorios 
que se consideren necesarios para su ejercicio [Art. 13]; (ii) prevé la imposibilidad de oponer a las 
actividades de utilidad pública, como la minería, algún plan de ordenamiento territorial que 
impida u obstaculice su ejecución [Art. 1 y 2, Decreto 2201 de 2003]; (iii) prevé la facultad de las 
autoridades de sustraer la protección de zonas de reservas forestal para la explotación de la 
minería [Art.34]; (iv) elimina la facultad a las autoridades municipales de prohibir la minería en 
su territorio [Art.37]; y, (v) en caso de involucrar territorios ancestrales, la consulta previa no es 
considerada un requisito obligatorio para el otorgamiento de licencias ambientales. (pp.1-2) 

 
Otras modificaciones legales que han ayudado a aumentar la inversión extranjera se relacionan 

con los precios que deben pagar las empresas para diferentes actividades del proceso. Las 
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empresas transnacionales no tienen mayores gastos, puesto que el Estado les llega a hacer 

grandes descuentos en impuestos que, a veces, supera el monto que deben pagar en materia de 

regalías (Gonzalez & Rocha, 2012).  

 

6.1.1.2. Papel del Estado 

     Con el propósito de hacer del sector en cuestión uno cada vez más importante para la 

economía y el desarrollo del país, el Estado ha sido relegado a una serie de funciones. 

Inicialmente el Estado, como propietario del suelo y el subsuelo, tenía a su cargo la 

administración de estos recursos y, en muchos casos, era explotador y comercializador del 

mismo (UPME, 2006). Poco a poco las funciones del Estado fueron cambiando. Desde inicios de 

la década del 2000, el Estado estaba relegado solo a la administración del sector minero-

energético, la regulación de esta actividad, y al mejoramiento de las condiciones normativas para 

que empresas privadas y transnacionales puedan emprender actividades mineras de mejor 

manera (UPME, 2006). De esta forma, el Estado le cede a la iniciativa privada esta actividad 

económica.  

     Dentro de sus esfuerzos para desarrollar de la mejor manera el sector en cuestión, el Estado 

no solo ha creado leyes y decretos que favorecen al mismo, sino que también establece unos 

parámetros que deben cumplirse para que las empresas, locales o extranjeras, puedan incurrir en 

actividades de exploración o explotación. La Tabla 6 presenta estos pasos a seguir. 

 

Tabla 6 

Trámites para incurrir en actividades en el sector minero-energético 
Trámite Descripción 

1. Presentación de la propuesta para 
otorgamiento del contrato de concesión 
para la exploración y explotación 
minera 

Un contrato de concesión mediante el cual el proponente elabora un proyecto 
de exploración técnica y explotación económica de un yacimiento del Estado 
y lo hace bajo su propia cuenta y riesgo.  

2. Expedición del certificado de registro 
minero nacional 

Certificado por medio del cual se ratifica la vigencia de un título en el 
Registro Minero Nacional.  

3. Solicitud de cesión de derechos de un 
título minero 

Es una autorización que emite la sede Central de Ingeominas por la que un 
tercero beneficiario del terreno hace una cesión del mismo.  

4. Solicitud de cesión de áreas mineras Un aviso previo a Ingeominas en el que se notifica que el tercero ha decidido 
ceder su terreno o título minero.  

5. Procedimiento de liquidación, recaudo 
y distribución de regalías y demás 
contraprestaciones 

El valor de la regalía a pagar es función de la cantidad de mineral explotado, 
el precio base de liquidación fijado por el Ministerio de Minas y Energía 
(función delegada a la Unidad de Planeación Minero Energética-UPME) y el 
porcentaje de regalía determinado en la ley. La entidad encargada del recaudo 
y distribución de regalías es Ingeominas  
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6. La servidumbre minera Son un gravamen impuesto sobre un inmueble a favor de quien posee un título 
minero. Dura tanto como dure el título en posesión y ejecución de los 
recursos.  

7. Solicitud de expropiación de inmuebles 
a favor de la minería  

Consiste en que si la persona natural o jurídica desea adquirir bienes 
inmuebles indispensables para el desarrollo de la actividad minera, puede 
hacer la solicitud ante la Dirección de Minas amparado en la declaratoria 
legal de la utilidad pública y de interés social que posee la minería.  

8. Solicitud de certificado de libertad de 
áreas mineras 

Este trámite hace referencia al conocimiento de si una zona determinada ha 
sido o no solicitada para exploración y explotación de minerales, por lo que 
dicha solicitud debe hacerse a Ingeominas o a las Gobernaciones delegadas 
en su defecto.  

9. Propuesta de contrato de estabilidad 
jurídica 

La ley 963 de 2005 instaura este tipo de contratos para garantizarle al 
inversionista que en caso de que tengan contratos suscritos vigentes y se 
presenten cambios en la normativa que perjudiquen dicha inversión, el 
inversionista tendrá derecho a mantener las condiciones pactadas 
inicialmente por el término de la duración del contrato.  

10. Solicitud de licencia ambiental Es un permiso necesario para adquirir la licencia del Ministerio de Medio 
Ambiente mediante la cual se previene la afectación de los recursos naturales 
renovables en situaciones de explotación de las zonas mineras.  

11. Solicitud de permisos de vertimientos Se requieren una serie de permisos: a) Solicitud de planes de gestión y trabajo 
ambiental; b) Solicitud de permiso de vertimientos; c) Solicitud de permiso 
de ocupación de cauce; d) Solicitud de licencia ambiental; e) Solicitud de 
licencia ambiental; f) Solicitud de concesión de aguas subterráneas; g) 
Solicitud de concesión de aguas superficiales; h) Solicitud de permiso para 
vertimiento de residuos líquidos; i) Solicitud de otorgamiento de licencia 
ambiental minera; j) Solicitud de licencia ambiental; k) Solicitud de licencia 
ambiental; l) Solicitud de licencia ambiental; m) Solicitud de licencia 
ambiental; n) Solicitud de licencia ambiental; o) Solicitud de licencia 
ambiental; p) Solicitud de licencia ambiental; q) Solicitud de licencia 
ambiental; r) Solicitud de aprovechamiento de productos maderables y no 
maderables de los bosques naturales; s) Solicitud de licencia ambiental; 
t) Solicitud de concesión portuaria de puertos marítimos; u) Solicitud de plan 
de manejo restauración y recuperación ambiental; v) Solicitud de licencia 
ambiental; w) Solicitud de licencia ambiental 

12. La consulta previa con las comunidades 
indígenas y negras para la explotación 
de los recursos naturales dentro de su 
territorio 

Esta consulta tiene el propósito de hacer un análisis acerca del impacto que 
se le pueda ocasionar a las comunidades indígenas o negras que ocupen el 
territorio en materia económica, social y ambiental. Debe hacerse cuando el 
yacimiento minero esté en zonas de resguardo o reservaciones adjudicadas a 
las  
mencionadas comunidades. 

13. Compra de explosivos y accesorios de 
voladura 

Este trámite consiste en que toda persona o empresa autorizada para comprar 
explosivos, lo haga a través de INDUMIL, los almacenes de la industria 
militar.  

14. Solicitud de registros de importación Consiste en una solicitud de un Registro de Importación electrónico, el cual 
se tramita mediante el Aplicativo Ventanilla Única de Comercio Exterior-
VUCE.  

15. Solicitud de inscripción, actualización 
o cancelación en el RUT 

Es necesario que haya un registro ante la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales por medio de un Registro Único Tributario que otorga un número 
de identificación. Dicho número permite hacer datos de actualizaciones como 
actividad económica, número de establecimientos, cancelación de la 
inscripción entre otros.  

16. Solicitud para declarar el ingreso o 
salida del país de dinero en efectivo por 
cuantías superiores a 10.000 dólares 

Se debe informar a las autoridades aduaneras a través de un formulario que 
se le presenta a la empresa transportadora y que luego debe ser remitido a la 
DIAN.  

17. Permiso de uso de zonas de carreteras En caso de que el proceso de explotación requiera de la construcción de vías 
de acceso, tuberías, redes de servicios públicos, infraestructura para la 
seguridad vial, postes o canalizaciones, se debe diligenciar un formulario que 
está en cada Dirección Territorial solicitando el permiso.  

18. Solicitud de una licencia portuaria Para el caso en el que se necesite hacer uso de zonas públicas como playas, 
zonas de bajamar y zonas de accesorias para desarrollar actividades 
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portuarias en naves con capacidades menores a 25 toneladas, se debe solicitar 
una licencia ante el Instituto Nacional de Concesiones.  

19. Registro de trabajadores al sistema 
general de seguridad social 

Es necesario afiliar al Régimen Contributivo a todas aquellas personas que 
tienen una vinculación laboral con las actividades de explotación, es decir, 
trabajadores formales, independientes, pensionados y sus familias, ya que 
toda persona que devengue más de un salario mínimo debe hacerlo. El 
organismo encargado de este tema es el Sistema de Seguridad Social en Salud 
o SGSSS. 

20. Solicitud de autorización de 
proporcionalidad o de variación de la 
misma entre trabajadores locales e 
internacionales 

En dado caso de realizar un cambio en la proporción del personal que trabaja 
en la actividad minera, es necesario hacer una solicitud antes la Dirección 
General de Promoción de Trabajo, departamento que pertenece al Ministerios 
de la Protección Social.  

21. Autorización de exploración y 
excavación arqueológica 

En el caso de necesitar la realización de obras de infraestructura que afecten 
el patrimonio arqueológico colombiano, se debe pedir autorización para la 
exploración y posterior excavación al Instituto Colombiano de Antropología 
e �Historia - ICANH. 

 

  

        

        

     Para cumplir estas funciones, existen una serie de instituciones como la Unidad de Planeación 

Minero Energética (UPME), Ministerio de Minas y Energía, y la ANH. La UPME, creada en 

1994, es la unidad administrativa de nivel nacional –adscrita al Ministerio de Minas y Energía- 

con el objetivo de «desarrollar de manera participativa la gestión de la información de los 

sectores energético y minero, para contribuir al desarrollo 

sostenible del país» (Arango et al., 2012, p.10). Creada en 1993, la ANH tiene el fin de 

«administrar y asignar las áreas petroleras, evaluar el potencial del país para este sector, hacer 

promoción a nivel internacional, apoyar la formulación de políticas» (Arango et al., 2012, p.21).  

     Otras funciones del Estado para regular la actividad minero-energética es proteger el 

ambiente, pues este es patrimonio común de importancia para toda la sociedad colombiana y los 

distintos sectores (Decreto 2811, 1974). Sobre esto se va a profundizar en la siguiente sección.  

 

6.2. Regulación normativa de las intervenciones en los ecosistemas 

     En secciones anteriores se ha mencionado que hay requisitos (normas) para el manejo 

ambiental dentro del sector minero-energético. Estas normas son una muestra del conocimiento 

que el Estado, las empresas y la sociedad en general tiene sobre los daños que la actividad 

minera puede tener sobre los ecosistemas donde se encuentra.  

     El capítulo XX de la ley 685 de 2001 se plasman unas bases sobre la interacción entre el 

sector minero y el de medio ambiente. Principalmente se plantea que debe haber una 

Elaboración propia	
Fuente: Arango, L.E., Dávila, J., Forero, L., González, O.E., León, P., Marín, M.A., Navarrete, 
T., Ochoa, A., Peña, L., Rodríguez, J.S., Rodríguez, I.C. (2012). Confianza inversionista: 
inversión extranjera en Colombia.	
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coordinación y armonización de agendas para el desarrollo adecuado de ambos sectores (PND 

2010-2014). Para ello, el PND 2010-2014 del gobierno de Juan Manuel Santos plantea las 

siguientes estrategias: 

 
(1) mejorar la calidad e intercambio de información entre el sector minero energético y el 
ambiental para tomar decisiones informadas en los dos sectores; (2) formular una metodología 
para prevenir, identificar y valorar los pasivos dejados por el sector minero- energético, y 
formular proyectos de recuperación ambiental y compensación en las zonas afectadas; (3) 
establecer un diálogo interinstitucional entre los dos sectores en cuanto a la delimitación de áreas 
excluidas utilizando criterios de desarrollo sostenible y; (4) definir, en un plazo no mayor a tres 
(3) años el Plan Nacional de Ordenamiento Minero. (p.293) 

 
     Haciendo énfasis en la relación de las actividades minero-energéticas y el recurso hídrico, es 

necesaria una regulación entre estos dos sectores, pues «las aguas son de dominio público, 

inalienables e imprescriptibles» (Decreto 2811, 1974, art. 80) y la presencia de contaminantes, 

sedimentos, o proyectos que ocupen más de lo debido limita el acceso a este recurso esencial. 

Existen instituciones estatales que se encargan de la regulación de esto. Una de esas es el 

Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial13 (MAVDT) que, en el 2010, realizó 

la Política Nacional para la Gestión Integrada del Recurso cuyo objetivo es: 

 
Garantizar la sostenibilidad del recurso hídrico, mediante una gestión y un uso eficiente y eficaz, 
articulados al ordenamiento y uso del territorio y a la conservación de los ecosistemas que regulan 
la oferta hídrica, considerando el agua como factor de desarrollo económico y de bienestar social, 
e implementando procesos de participación equitativa e incluyente. (p. 96) 

 
     Si bien Colombia es uno de los países con mayor riqueza en recursos hídricos, cada vez el 

acceso a este es menor. Esto se debe a un uso desorganizado del recurso hídrico donde los 

sectores agrario, doméstico, industrial, pecuario y de servicios, combinado con los distintos 

impactos del cambio climático, hacen que cada vez sea más difícil disponer del agua para algo 

tan esencial como el consumo humano (MAVDT, 2010). Por tal motivo, el Plan Nacional de 

Gestión Integrada del Recurso Hídrico plantea seis objetivos específicos para la orientación y 

regulación de las de los usuarios de este recurso y sus respectivas actividades «de manera que se 

consiga mantener o restablecer un adecuado equilibrio entre el aprovechamiento económico de 

tales recursos y la preservación de la estructura físico-biótica de la cuenca y particularmente de 

																																																								
13	A partir del 2011 se le cambia el nombre a Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.  
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sus recursos hídricos» (Decreto 2857, 1981, art.4). Estos son las bases del Plan Hídrico Nacional 

(PHN) que, a través de tres fases, busca cumplir con la meta de lograr un buen uso del recurso.  

     En la primera fase se estipularon criterios para los distintos aspectos de la gestión de las 

cuencas hidrográficas (ordenamiento territorial, usuarios, residuos) y se trabajó mucho en hacer 

que la información sobre este recurso fuera más accesible para toda la gente (Ministerio de 

Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2013). En el mismo se identifican cinco macrocuencas 

(Magdalena-Cauca, Caribe, Orinoco, Pacífico y Amazonas), y se mencionan los grandes retos 

que estas enfrentan para la segunda fase, dentro de los cuales se menciona el auge de la actividad 

minera y sus impactos negativos sobre la cuenca hidrográfica (Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible, 2013). 

     En la fase dos del PHN que se comprende entre 2015 y 2018 se encuentran programas 

enfocados a resolver los impactos del agua de escorrentías, el manejo de aguas subterráneas, la 

coordinación entre los planes territoriales y la planificación del recurso hídrico, al igual que 

seguir profundizando la regulación del uso de dicho recurso para acabar la ilegalidad y que los 

sectores productivos hagan un uso más eficiente (Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible, 2013).  

     Para las actividades mineras e hidráulicas hay normas y pasos a seguir para poder hacer uso 

de las fuentes hídricas y hay compromisos que deben adquirir las empresas interesadas en estas 

actividades. Según el Decreto 1076 de 2015, es necesario presentar ante la autoridad pertinente 

una serie de estudios y documentos donde se pueda ver el alcance del proyecto o actividad, el 

área de influencia, los impactos, las compensaciones y medidas de corrección, mitigación y 

prevención. Estas disposiciones son evaluadas por instituciones como la Autoridad Nacional de 

Licencias Ambientales (ANLA) que decidirá si se puede hacer el proyecto o no. Aquellas 

empresas extractivistas a las que se le autorice el desarrollo del proyecto o actividad, deben 

comprometerse con la limpieza de los cauces para evitar su contaminación, no pueden perjudicar 

actividades de la fuente como la navegación o la pesca y deben cuidar y no dañar los recursos 

hidrológicos (Decreto 2811, 1974). 

 

6.3. Herramientas jurídicas para la ZRC de Cabrera 

6.3.1. Políticas agropecuarias 
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     El sector agropecuario tiene un gran aporte económico y social para Colombia. La 

disponibilidad de recursos naturales, como agua y biodiversidad, y las condiciones climáticas 

tropicales que permiten mayor productividad son características que permiten denominar al 

sector agropecuario como otra locomotora del crecimiento (PND 2010-2014). Sin embargo, el 

desarrollo de estas actividades se enfrenta a una serie de limitantes que se relacionan con:  

 
la persistencia de un territorio con grandes vacíos en términos de formalización y regularización 
de los derechos de propiedad y conflicto (económico, social y ecológico) en el uso del suelo; 2) el 
bajo desarrollo humano de los pobladores rurales y la falta de movilidad social que incrementan 
las brechas urbano-rurales; 3) la imposibilidad de generar ingresos de manera sostenible y de 
acceder a activos productivos; 4) la deficiencia en la provisión de bienes y servicios públicos 
sectoriales para la competitividad agropecuaria; y, 5) la limitada institucionalidad nacional y 
regional para la gestión del desarrollo rural y agropecuario. (PND 2014-2018, p.417) 

 

la falta de acceso a la tierra, los conflictos sobre el uso de los suelos y la deficiencia en titulación 

legal y acompañamiento institucional, a partir del año 2012 vuelven a ser un punto importante en 

la agenda estatal (PND 2014-2018). Para lograr alivianar estos retos, el Estado se ha apoyado en 

distintas instituciones que se encargan de implementar normas para regular el sector 

agropecuario.  

     Algunas de estas instituciones son el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR), 

el Instituto Colombiano agropecuario (ICA) y la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria 

(UPRA); estas últimas dos están adscritas al MADR. La primera se encarga de definir los 

parámetros generales, mediante programas y proyectos de ley, para el sector agropecuario, 

pesquero y de desarrollo rural (MADR, 2020). También organiza los grupos encargados de 

regular cada sector específico. El ICA fue creado en 1962 mediante el Decreto 1562 con el fin de 

«coordinar e intensificar las labores de investigación, enseñanza y extensión de las ciencias 

agropecuarias, para el mejor y más armónico desarrollo de todas las actividades del sector y 

especialmente para facilitar la reforma social agraria» (ICA, s.f, párr.1). específicamente se 

encarga de la regulación de las condiciones sanitarias en el sector agropecuario. Por último, la 

UPRA cumple con funciones de planificación, regulación y definición del territorio apto para el 

uso agropecuario14 (UPRA, s.f). Esto se logra mediante el esfuerzo de una política de Gestión del 

																																																								
14 Funciones dictadas mediante el artículo 5 del Decreto 4145 de 2011	
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Territorio para Usos Agropecuarios que se elabora en conjunto con sectores minero-energético y 

ambiental para, además de lo ya  

expuesto, resolver los conflictos sobre el uso del territorio (UPRA, s.f). 

     Existen varias normas sobre cómo debe manejarse la actividad agropecuaria y pesquera, los 

costos y ganancias de estas, la reglamentación internacional, y las prioridades productivas. Según 

la Ley General de Desarrollo Agropecuario y Pesquero, todas estas normas buscan «proteger el 

desarrollo de las actividades agropecuarias y pesqueras, y promover el mejoramiento del ingreso 

y calidad de vida de los productores ruralesˆ (Ley 101, 1993, art.1). Estas disposiciones incluyen 

no solo la producción y el cuidado del medio ambiente, sino que también dentro de estos 

esfuerzos por regular el sector agropecuario y rural, el Estado reconoce la existencia de 

comunidades que tienen una forma específica de relacionarse con el territorio y los recursos 

naturales ahí dispuestos y busca defenderla.  

 

6.3.2. Autonomía territorial de las comunidades campesinas 

     En la Constitución Política de 1991, el Estado se compromete a proteger «la diversidad étnica 

y cultural de la Nación colombiana» (art.7). Las comunidades campesinas representan una 

porción de la diversidad cultural. Además, son reconocidos «sujetos de derechos para que 

puedan vivir y desarrollarse en condiciones dignas y adecuadas» (Defensoría del Pueblo, s.f, 

p.3). Dentro de los derechos de los campesinos se encuentra el derecho a la tierra y al territorio 

que es fundamental, pues los campesinos, al igual que las comunidades afrodescendientes y los 

pueblos indígenas «han construido relaciones y representaciones entre sus formas de vida y el 

entorno físico en el cual se desarrollan sus culturas» (Coronado, 2009, p.10).   

     Este derecho surge como una respuesta a las demandas históricas de los pobladores rurales 

por el acceso a la tierra. Tener acceso a la tierra garantiza para los pobladores rurales, no solo la 

actividad productiva de bienes y servicios necesarios, sino también la posibilidad de vivienda, 

alimento y vestido. En otras palabras, el acceso a la tierra «permite un mejoramiento de la 

calidad de vida de los pobladores rurales» (Coronado, 2009, p.18).  

     El derecho a la tierra y al territorio es regulado por instancias internacionales y nacionales. 

Por ejemplo, en el artículo 1ro del PIDCP15 y del PIDESC16 reconoce la autonomía en cuanto a su 

																																																								
15 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
16 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales	
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posición política, desarrollo social, económico y cultural, pueden hacer uso libre de sus recursos 

para estos fines, y los Estados que hacen parte de este pacto deben promover y defender la 

autonomía de las comunidades rurales. En la Constitución Política de Colombia de 1991 

 
Es deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores 
agrarios, en forma individual o asociativa, y a los servicios de educación, salud, vivienda, seguridad 
social, recreación, crédito, comunicaciones, comercialización de los productos, asistencia técnica y 
empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los campesinos. (art.64)   

 
     A través de distintas leyes y decretos –como la Ley 101 de 1993, Ley 160 de 1994, o el 

Decreto 1071 de 2015 - se configuran disposiciones territoriales para garantizar el cumplimiento 

del derecho a la tierra y el territorio. La ZRC, concebida por los campesinos como «una 

estrategia de permanencia, defensa del territorio y una forma para acceder a la tierra a través de 

su ordenamiento social, ambiental y productivo» (Asociación Nacional de Zonas de Reserva 

Campesina, 2019, p.2), es una figura jurídica que resulta de la ley 160 de 1994 con el fin de 

asegurar el acceso de los campesinos a las tierras.  En el capítulo anterior se contextualiza esta 

figura y se explica los detalles en cuanto al proceso de constitución, derechos, deberes y 

compromisos del Estado. La institución estatal encargada de hacer esto posible es la Agencia 

Nacional de Tierras (ANT). Esta institución es la encargada de los procesos de creación de 

nuevas ZRC (Asociación Nacional de Zonas de Reserva Campesina, 2019). 

     Al ser zona de protección ambiental y cultural la ZRC, según el artículo 34 de la Ley 685 de 

2001, son excluidas para las actividades minero-energéticas:  

 
No podrán ejecutarse trabajos y obras de exploración y explotación mineras en zonas declaradas y 
delimitadas conforme a la normatividad vigente como de protección y desarrollo de los recursos 
naturales renovables o del ambiente y que, de acuerdo con las disposiciones legales sobre la 
materia, expresamente excluyan dichos trabajos y obras. (art. 34) 
 

Esto es acorde al respeto del derecho a una vida digna y el goce de un ambiente sano; además de 

respetar los estilos de vida propios de las comunidades campesinas. 
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7. Análisis proceso de disputa 

     El conflicto socio-ambiental que se generó en Cabrera a raíz de la propuesta del proyecto 

hidroeléctrico El Paso se puede pensar como un conflicto de poder según Raffestin (2011), pues 

se busca «controlar y dominar a los hombres y a las cosas» (p.44) que se encuentran en el 

municipio de Cabrera. En este conflicto estaban involucrados EMGESA, empresa encargada del 

proyecto hidroeléctrico El Paso, y la comunidad de la ZRC de Cabrera. Cada actor tiene una 

forma de percibir el medioambiente y sus recursos y, de acuerdo con esas lógicas, se relacionan 

con el territorio y el agua de formas particulares. Un tercer actor que también influye en el 

conflicto socio-ambiental es el Estado. Este actor «es entendido como la única fuente de poder y 

el territorio era su soporte material, asociado de modo directo a la porción de superficie sobre la 

cual ejercía su soberanía» (Schmidt, 2014, p.105). A continuación, se hace una descripción de 

los programas de los actores sintagmáticos, la justificación y oposición frente al proyecto 

hidroeléctrico El Paso, las estrategias de los actores frente a esta situación, y la confrontación de 

ambas.   

 

7.1. Actores con un programa para el territorio 

     Para comenzar este análisis se va a utilizar el concepto de actor sintagmático introducido por 

Claude Raffestin. Estos son actores que realizan un programa en el espacio (Raffestin, 2011). 

Teniendo esto presente, EMGESA y la comunidad de la ZRC de Cabrera son actores 

sintagmáticos que ejecutan programas diferentes en el territorio de Cabrera. Estos están 

conformados por «actores-individuos que se integran o son integrados en un proceso 

programado» (Raffestin, 2011, p.33).  

     Los programas que ejecutan los actores mencionados son diferentes, pero con el mismo 

objetivo: alcanzar niveles superiores de desarrollo. Sin embargo, la forma en que estos perciben 

el desarrollo es diferente, pues para la empresa es la industrialización del territorio para así tener 

un crecimiento económico; esta idea está respaldada bajo el neoextractivismo donde se justifica 

la explotación masiva de los recursos naturales para la creación de herramientas y otros 

productos utilizados por la sociedad. Mientras tanto, para la comunidad el desarrollo se refiere a 

la producción local para mantener una vida donde la sociedad y el medioambiente estén en 

armonía expresado, en parte por el artículo 79 de la Ley 160 de 1994, y por la definición de 

autonomía territorial que el Estado les otorga a los grupos campesinos. 
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     Los programas de cada actor son formas de apropiarse del espacio geográfico. Hay que 

recordar, como menciona Raffestin (2011), el territorio es la apropiación material, simbólica, y 

mítica, por parte de distintos actores, del espacio. Los actores sintagmáticos «articulan diferentes 

momentos de la realización de su programa integrando capacidades múltiples y variadas» 

(Raffestin, 2011, p.33). Estos esfuerzos son la representación del proceso de territorialización.  

     Los programas de EMGESA y la comunidad de la ZRC de Cabrera resultan en dos versiones 

de territorialidad dentro del municipio. Al hablar de territorialidad se hace referencia a las 

interacciones (individuales o colectivas) de los actores sociales con el territorio (Stamm y Altise, 

2014). Estas interacciones que se dan entre el grupo social y el territorio involucran distintos 

niveles de valores y significados otorgados a los recursos naturales y humanos.  

     Dicho esto, es necesario retomar a Torres (2015), quien expone que para EMGESA, empresa 

encargada del proyecto hidroeléctrico El Paso, los recursos –como el agua- son mercancías; toda 

la planeación y justificación, explicada en capítulos anteriores, que EMGESA expone sobre el 

proyecto hidroeléctrico El Paso, evidencian que la relación de esta empresa con el territorio se 

basa en las propiedades del recurso hídrico. El proyecto propone el aprovechamiento del río para 

la generación de energía y «el desarrollo territorial y nacional» bajo la idea de industrialización y 

el crecimiento económico.  

     Mientras que, para la comunidad de la ZRC de Cabrera, en palabras de un campesino,  

 
el río es como una persona, si le perforan una vena, para canalizar el cauce de su sangre, así como 
dicen que van hacer unos túneles, tarde que temprano terminará desangrándose, y muriendo 
entonces, todo el cuerpo, toda la piel… mejor dicho se muere ese Todo del cual hace Parte ese río 
o esa vena. Nuestro río Sumapaz lo es todo, es la vena más grande del páramo del Sumapaz y el 
páramo es el más grande del mundo, según dicen. Nosotros estamos aquí para defenderlo, amarlo 
y protegerlo. No tanto para nosotros, sino para nuestros hijos, nietos, bisnietos y los demás que 
vengan. (Comité de Impulso de la Zona de Reserva Campesina de Cabrera, 2015, párr.1) 

 
     En este punto, es necesario tomar el agua como una materia o sustancia que ofrece la 

naturaleza y es de acceso común como todo lo que ofrece la naturaleza. Siguiendo a Raffestin 

(2011), el agua que fluye por la cuenca media del río Sumapaz se convierte en un recurso cuando 

en la relación que los distintos actores sostienen con ella se «permite la integración (…) en una 

práctica» (p.158).  

     Con esto en mente, por un lado, la empresa privada EMGESA plantea el agua como una 

materia que puede ser incluida en la generación de energía eléctrica; esa es la propiedad que 

rescatan del agua, la capacidad de producir energía. Por otro lado, la comunidad de la ZRC de 
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Cabrera resalta la capacidad del agua para crear vida, pues este recurso es fundamental en la 

agricultura, y en la alimentación de humanos y otros seres vivos.  

      

7.2. Puntos de vista acerca del proyecto hidroeléctrico El Paso 

     El territorio, como dice Stamm y Aliste (2014), es el escenario de todo conflicto y, en 

especial, de los conflictos socio-ambientales que están estrechamente relacionados con ese 

territorio en el que se localizan, se desarrollan y se relacionan. Retomando a Folchi (2001), un 

conflicto socio-ambiental se relaciona con la inestabilidad en la relación de una comunidad con 

su entorno natural debido a la intervención de actores externos que pueden dañar los recursos de 

ese territorio.  

     El proyecto hidroeléctrico El Paso representa un conflicto socio-ambiental donde la relación 

de la comunidad cabreruna con el territorio se vería en riesgo debido a la intervención de la 

empresa EMGESA. La empresa multinacional, al entrar a la ZRC de Cabrera para llevar a cabo 

el proyecto, tiene que modificar los valores otorgados a los recursos naturales, y esto resultaría 

en un desequilibrio en la relación (significados y actividades) entre los campesinos de la ZRC de 

Cabrera y su territorio.  

     En este conflicto hay un tercer actor involucrado, el Estado, el cual actúa como la autoridad 

dentro de un territorio (Raffestin, 2011). Este es un actor sintagmático que tiene un programa 

para el territorio colombiano –donde Cabrera está incluido en este. Dentro de su programa, el 

Estado establece una serie de normas y leyes que van en armonía, o en contravía, de los intereses 

y objetivos de EMGESA o de la comunidad de la ZRC; y esto permite que se presente este 

desequilibrio y se acentúe la disputa entre los actores mencionados, pues le brinda soporte 

jurídico al programa de los actores mencionados.  

     También el territorio es un escenario de poder donde se dan las contradicciones socio-

políticas. Es necesario, para entender mejor de qué se trata este conflicto socio-ambiental, revisar 

la interacción (o contradicción) entre los argumentos principales de cada actor con relación al 

beneficio o prejuicio del proyecto en Cabrera.  

 

7.2.1. Argumentos a favor del proyecto hidroeléctrico El Paso 

     Las posturas que se van a presentar a continuación son ejemplos claros de la mediación social 

de la naturaleza. Esta es una forma de interacción entre la sociedad y la naturaleza donde la 
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especificidad de la naturaleza solo adquiere su significado mediante la sociedad (Ojeda y 

Sánchez, 1985). Aquí, el medio mediante, en el cual se da la interacción, es el trabajo y la 

tecnología que se emplea para transformar la materia natural en un bien utilizable para los 

hombres. 

     En el EIA, EMGESA justifica el proyecto al decir que este responde a las políticas minero-

energéticas del país, es decir, se enmarca dentro de una de las llamadas locomotoras del 

desarrollo que presentó el presidente Juan Manuel Santos en su gobierno. Adicionalmente, 

EMGESA había prometido más empleos y un mayor ingreso para los campesinos que trabajaran 

en las obras para convertir el agua de la cuenca media del río Sumapaz en energía y, 

posteriormente, en ingresos económicos.  

     El marco normativo del gobierno nacional permite el desarrollo del proyecto hidroeléctrico, 

pues representa una fuente de ganancias económicas para el país. Además, al ser EMGESA una 

empresa de dominio transnacional, la extracción de energía a través de dicha hidroeléctrica 

posiciona al país dentro del mercado global.    

 

7.2.2. Argumentos en contra del proyecto hidroeléctrico El Paso 

     Los cambios en los ecosistemas siempre traen costos y beneficios desiguales (Stamm y Altise, 

2014). La ZRC reconoce los costos que ellos como campesinos tendrían que haber pagado si se 

hubiera construido la hidroeléctrica El Paso. Esos costos se relacionan principalmente con el 

acceso limitado que hubieran tenido a los recursos. Incluso, hay instituciones del gobierno 

nacional que resaltan, como aspecto negativo del proyecto hidroeléctrico El Paso, la limitación 

que causaría en el acceso y la disponibilidad del agua. Esto incrementa las desigualdades sociales 

y pone en riesgo la seguridad alimentaria. 

     Al limitarse el acceso al agua se afecta la forma de vida de los campesinos en la ZRC de 

Cabrera. La actividad económica se ve afectada, pues la fertilidad del territorio se disminuye. 

Adicionalmente, el proyecto hidroeléctrico El Paso hace caso omiso de los lenguajes de 

valoración y significados que se le ha otorgado a los recursos y servicios del ecosistema (Pérez-

Rincón, 2014). El ordenamiento territorial y la autonomía territorial de la ZRC representan esos 

valores y significados, y la central hidroeléctrica es incompatible con estas figuras.  

     La comunidad campesina sí busca un crecimiento económico, pero este debe ir acorde a su 

identidad territorial; es decir, estas actividades económicas mantienen una armonía con el medio 



74	
	

ambiente, pues reconoce la importancia de este para poder satisfacer sus necesidades. Por tal 

motivo, la intervención de grandes empresas, que explotan los recursos de una forma acelerada 

y, por ende, impactan negativamente al medio ambiente, afecta de manera directa a los 

campesinos (Folchi, 2001).  

 

7.3. Estrategias para lograr el programa 

     Para poder cumplir su objetivo, los actores sintagmáticos combinan una serie de actividades 

en diversos momentos en la realización de su proyecto. Estas acciones Raffestin (2011) las llama 

estrategias. Una estrategia es una forma de intervenir en el territorio para así alcanzar el objetivo 

esperado. Es necesario hacer un recuento de las actividades ejecutadas por la empresa y por la 

comunidad para así entender lo que se quería lograr. 

 

7.3.1. Acciones de EMGESA 

     En cumplimiento con las normas establecidas por la máxima autoridad del territorio, el 

Estado, EMGESA tuvo que elaborar un Estudio de Impacto Ambiental y presentarla ante la 

autoridad pertinente –la ANLA en este caso- para así obtener la licencia ambiental y tener acceso 

y control sobre los recursos en el territorio. Este esfuerzo busca que ambos actores (Estado y 

empresa) vayan en concordancia, y así, darle más fuerza al programa de EMGESA. Esto se debe 

a que, el tener  más población trabajando en la misma dirección representa un mayor poder 

(Raffestin, 2011). Sin embargo, como ya se mencionó en un capítulo previo, EMGESA no 

presentó este estudio y, por ende, no obtuvo la licencia ambiental.  

     Adicionalmente, llevó a cabo reuniones y actividades con la comunidad para socializar el plan 

de lo que hubiera sido el proyecto. Estas reuniones son otro intento por dominar a la población y 

tener más poder para cumplir su programa. Sin embargo, este no fue muy efectivo, pues los 

líderes de las JAC llevaron a cabo reuniones y actividades culturales previas para instruir a los 

campesinos sobre los impactos negativos de la hidroeléctrica.  

 

7.3.2. Acciones de la comunidad de la ZRC de Cabrera 

     La comunidad de la ZRC llevó a cabo otras actividades para frenar el desarrollo del programa 

de EMGESA y, así, defender el desarrollo de su propio programa. Algunas fueron el Foro por el 

Agua -que contó con testimonió de habitantes de otros territorios que se vieron afectados por la 
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construcción de hidroeléctricas a cargo de la misma empresa-, el cabildo abierto donde se 

concretó la celebración de una consulta popular, y con la definición de la pregunta, se llevó a 

cabo la consulta con la comunidad y ganó el «NO». Los habitantes afirmaron su posición en 

contra de los proyectos extractivos mineros y energéticos dentro de la ZRC.  

     Con estas acciones, los líderes campesinos de la ZRC –representados en las organizaciones 

mencionadas previamente- buscan alinear los intereses de toda la comunidad, e informar a los 

mismos de los efectos del proyecto. Esto permite que el recurso que es la población (Raffestin, 

2011) le dé más poder al programa de la ZRC de Cabrera.  

 

7.4. Cruce programas de los actores sintagmáticos EMGESA y comunidad de la ZRC de 

Cabrera 

     En el conflicto generado a raíz del planteamiento del proyecto hidroeléctrico se contraponen 

perspectivas, derechos y lógicas de vida de los actores sintagmáticos involucrados. Por un lado, 

se expresa una contradicción en la forma de concebir el medio ambiente y sus recursos. Para 

EMGESA el medio ambiente es un espacio económico mientras que para la comunidad 

cabreruna es un espacio vital (Walter, 2009). Aquí EMGESA da a entender que la naturaleza es 

un recurso que debe ser dominado por el hombre (Schmidt, 2014). Y la comunidad campesina de 

Cabrera da a entender la naturaleza como parte de un sistema social complejo. 

     Por otro lado, hay una incompatibilidad en los intereses que cada actor tiene sobre el 

territorio. Los objetivos de los actores sintagmáticos involucrados en este conflicto son 

divergentes y esto ha evitado la integración de la comunidad y la empresa en pro a un mismo 

programa. La pugna de objetivos es la causa del conflicto ambiental en cuestión.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



76	
	

8. Conclusiones 

     Los conflictos tienen un carácter revelador de las territorialidades, pues alrededor del 

conflicto, y con base en el nivel de territorialidad, los actores toman distintas actitudes y 

desarrollan distintas acciones subjetivas que expresan sus relaciones con el territorio. Los 

conflictos son un proceso de conocimiento, valoración, apropiación del espacio y construcción (o 

deconstrucción) de territorios.  

     En el conflicto analizado y en el proceso de territorialización de cada actor involucrado, estos 

le otorgan valores y propiedades divergentes al territorio y los recursos. Una vez más, cabe 

recalcar que para EMGESA, el municipio de Cabrera es un centro de producción energética 

donde el agua es el principal insumo. Mientras que, para los campesinos Cabrera es su hogar y el 

agua es fuente de vida.   

     El conflicto socio-ambiental se hizo evidente con el choque entre el proyecto hidroeléctrico El 

Paso y las acciones de resistencia de la comunidad de la ZRC. Esta resistencia buscaba defender 

las lógicas de vida de los campesinos y exigían respeto frente a la relación que se tiene con el 

territorio y demás recursos. Es más, gracias a las acciones llevadas a cabo –especialmente la 

Consulta Popular- se logró detener el proceso del proyecto hidroeléctrico y dejar en claro la 

negación de la comunidad frente a proyectos mineros o energéticos dentro de su territorio. 

    Un tercer actor involucrado en este conflicto socio-ambiental es el Estado. Este, representado 

en sus instituciones, valora los recursos y el territorio de manera congruente con las lógicas de 

los campesinos de la ZRC de Cabrera; pero, a la vez, percibe propiedades en los recursos 

similares a las que percibe EMGESA. Además, el Estado «es el principal responsable de la 

existencia de compañías que generan conflictos ambientales (energía nuclear, represas, 

oleoductos, etc)» (Mejía y Rengifo, 2015, p.201). Pues este, en su marco normativo, tiene leyes 

que benefician la inversión extranjera, impulsa al sector minero-energético, pero también 

defiende los recursos naturales, los ecosistemas y la autonomía territorial. 

 

8.1. Reflexiones y sugerencias 

     Este trabajo tenía el propósito de revisar a los actores involucrados y sus posturas frente al 

proyecto hidroeléctrico. Y, cumpliendo con ello, en las páginas anteriores se revisa a cada actor y 

sus argumentos, y se analiza su encuentro. Este es un ejemplo de los conflictos socio-ambientales 

en Colombia donde se evidencia los hallazgos de Pérez-Rincón (2014). En su estudio encontró 
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que, en Colombia, el recurso más afectado es el agua, y el ecosistema más afectado son los ríos. 

También se encontró que los proyectos generadores de conflictos ambientales impactan 

principalmente a campesinos –grupo rural-, y afecta especialmente sus condiciones de vida 

arriesgando factores como la seguridad alimentaria (Pérez-Rincón, 2014).  

     Dentro del estudio de un conflicto socio-ambiental, se deben considerar las estrategias para 

solucionarlo. Estas estrategias pueden variar. Están las decisiones administrativas de los 

gobiernos, denuncias o establecimientos de recursos judiciales, negociaciones informales donde 

«se intercambia silencio respecto del problema ambiental por una serie de contribuciones de la 

empresa hacia la comunidad» (Sabatini, 1997, p.85). Es decir, se manipulan las movilizaciones 

de la comunidad a través de donaciones. Por último, están las negociaciones formales para las 

cuales se debe «crear instancias formales y procedimientos adecuados que permitan mediar y 

negociar los intereses y conflictos existentes entre los actores del desarrollo urbano, (…) y 

vecinos» (Sabatini, 1997, p.86).  

     En este trabajo no se hace análisis sobre cómo solucionar este conflicto socio-ambiental, pues 

ya se había resuelto bajo la modalidad de participación ciudadana que, según Sabatini (2000) es 

la estimulación de las formas de participación directa y tiene una aplicación más específica. Este 

es la formación de un mandato popular «que proporcione criterios superiores, no sujetos a 

controversia, para contribuir a solucionar disputas específicas» (Sabatini, 2000, p.93). La 

consulta popular es un mecanismo de participación ciudadana. Sin embargo, es necesario revisar 

el carácter vinculante del mecanismo de consultas populares, pues hay casos –como el del 

municipio Cumaral en Meta en el 201817- donde este mecanismo no tiene influencia sobre las 

intervenciones en el territorio. En los casos donde sí tuvieron (o tengan) influencia las consultas 

populares –como la consulta popular del 2017 en el municipio de Cabrera, Cundinamarca- hay 

que buscar mecanismos para que el Estado y empresas extractivas respeten las decisiones de las 

comunidades.  

     Para futuras investigaciones, donde el conflicto socio-ambiental no esté resuelto, hay que 

incluir dentro del análisis dos conceptos. El primero es la intratabilidad de un conflicto. El 

concepto hace referencia a un proceso de largo plazo, de los conflictos, donde cambian de ser 

																																																								
17 Para más información revisar https://www.ambitojuridico.com/noticias/general/constitucional-
y-derechos-humanos/el-panorama-de-las-consultas-populares-luego-de 
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tratables o intratables (Castillo, 2008). La intratabilidad de un conflicto se debe a «un asunto de 

percepción en el cual diferentes actores a menudo ven la posibilidad de resolución de forma 

diferente en cualquier momento en el tiempo» (Putnam & Wondolleck 2003, citado en Castillo 

2008, p.257) sin llegar a un consenso. Otro concepto a tener en cuenta es framing (construcción 

de contexto en español). Este es el proceso bajo el cual se construye y representa la realidad del 

entorno que se está mirando. El contexto permite ubicarse en eventos y tomar una posición al 

respecto; «refleja nuestra interpretación de qué está pasando y cómo nos vemos y a los otros 

implicados en lo que está pasando» (Gray 2003, citado en Castillo 2008, p.157). La construcción 

del contexto depende mucho de la información que esté disponible sobre los actores y las 

situaciones. Sin embargo, estos últimos cambian y nueva información emerge; por lo tanto, los 

procesos de construcción de contextos son dinámicos. 

     Estos conceptos permiten obtener mayor información sobre el conflicto socio-ambiental que 

se esté estudiando. Con la información aportada se pueden buscar los mecanismos más efectivos 

de resolución, y así, se puede hacer sugerencias adecuadas a las entidades involucradas.  
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Anexos 

Anexo 1. Foro por el Agua 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Anexo 2. Cabildo abierto 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Colombia Informa. (2011). Páramo de Sumapaz, en la mira de las 
hidroeléctricas. Recuperado de https://www.colombiainforma.info/paramo-de-
sumapaz-en-la-mira-de-las-hidroelectricas/ 

Fuente: Abya Yala. (2017). Colombia: Se germinan historias, se cultivan mundos:Cabrera un pueblo guerrero que 
defiende nuestra naturaleza. Recuperado de https://somosunaamerica.org/2017/06/10/colombia-se-germinan-
historias-se-cultivan-mundos-cabrera-un-pueblo-guerrero-que-defiende-nuestra-naturaleza/ 
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Anexo 3. Consulta Popular 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Anexo 4. Matriz de análisis 
Por Daniela Vargas y Alejandro Montoya       

 
Argumentos a favor 
de El Paso  

Argumentos en contra 
de El Paso  

Significados del 
territorio y los recursos  

Acciones en protesta 
contra el proyecto 
hidroeléctrico 

Acciones que apoyan el 
proyecto hidroeléctrico Percepción de la ZRC  Idea de desarrollo  

EMGESA  - "El proyecto 
hidroeléctrico El Paso  Recursos son mercancía  -"EMGESA utiliza 

herramientas pedagógicas 
No es factible ni 
rentable la construcción 

- Ajuste Verde del Capitalismo 
Escobar y Gudynas lo han 

Fuente: El Tiempo. (2017). En Cabrera dijeron NO a proyectos hidroeléctricos en su territorio. 
Recuperado de https://www.eltiempo.com/bogota/consulta-popular-en-cabrera-cundinamarca-nego-
proyectos-mineros-e-hidroelectricos-61902 
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busca el 
aprovechamiento 
eficiente de una 
porción del caudal del 
río Sumapaz para la 
generación de energía 
y al igual brinda una 
posibilidad de 
desarrollo territorial y 
nacional, así como la 
oportunidad de 
ingresos para los 
municipios donde se 
desarrolla el proyecto"  

- La hidroeléctrica 
será de beneficio para 
la región y que iba a 
tener bajo impacto 
para el ecosistema y la 
población�- "El 
proyecto 
hidroeléctrico El Paso 
no genera impactos 
asociados a 
inundaciones, propias 
de los proyectos de 
embalse, así como 
tampoco presenta 
riesgos de 
contaminación en su 
operación, los 
procesos de 
generación de energía 
son límpios"�- 
"Respeta el caudal 
ecológico"�- 
"afectaciones mínimas 
en cuanto a 
productividad agrícola 
del territorio"�-
"mejoramiento a 
vías"�- responde a la 
política minero 
energética del país/ es 
dirigida al sistema 
interconectado del 
país�- "impactos de 
reasentamiento son 
mínimos"  

Población es un recurso  de comunicación que 
permiten mayor nivel de 
comprensión sobre los 
aspectos técnicos del 
proyecto"  

- Tres etapas con 35 37 y 
46 reuniones 
respectivamente�- Estudio 
de Impactos Ambientales 
para solicitar lisencia 
ambiental  

de proyectos 
hidroeléctricos en la 
ZRC  

señalado como: Capitalismo 
Verde o Capitalismo Benevolo. 
Es la validación y reproducción 
de las formas del capital; no se 
niegan los impactos y las 
desigualdades que encierra el 
modelo, al reconocer la 
necesidad de incorporar 
aspectos socio-ambientales a su 
discurso, toda vez que podrian 
afectar o poner en riesgo los 
ciclos de acumulación de 
capital.  

- Mercados verdes y limpios, 
donde la expectativa por hacer 
de la naturaleza una cadena de 
bienes y servicios, ha incluido 
nuevas formas de energía y 
factores de calidad ambiental 
relacionados al cambio 
climático, asi se ha venido 
tratado de mantener vigente el 
paradigma de crecimiento y 
desarrollo.  
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Campesinos  
 

- El proyecto no respeta 
al río Sumapaz, al 
páramo –y sus normas 
legales de protección-, 
ni a la figura jurídica de 
Zona de Reserva 
Campesina (ZRC) que 
acobija al territorio�- 
expresión de 
desconocimiento de la 
vida humana, pues se le 
está arrancando el agua 
y el territorio que son 
fuentes de vida  

- Es una amenaza��

- Con la ejecución del 
proyecto se ven 
afectadas las 
condiciones del río; 
específicamente se 
afectan las corrientes 
superficiales, los 
niveles freáticos y el 
caudal del río entre 
otros�- se disminuirá la 
fertilidad del 
territorio�- el proyecto 
lo unico iba a 
desestabilizar a nuestra 
comunidad en lo 
económico y en lo 
social, porque pues 
Cabrera tiene una 
vocación agropecuaria, 
la empresa prometía 
pagar unos jornales 
costosos durante el 
tiempo de construcción  

-"Desde mi forma de 
entender, el río es como 
una persona, si le 
perforan una vena, para 
canalizar el cauce de su 
sangre, así como dicen 
que van hacer unos 
túneles, tarde que 
temprano terminara 
desangrándose, y 
muriendo entonces, todo 
el cuerpo, toda la piel... 
mejor dicho se muere 
ese Todo del cual hace 
Parte ese río o esa vena. 
Nuestro río Sumapaz lo 
es todo, es la vena más 
grande del páramo del 
Sumapaz y el páramo es 
el más grande del 
mundo, según dicen. 
Nosotros estamos aquí 
para defenderlo, amarlo 
y protegerlo. No tanto 
para nosotros, sino para 
nuestros hijos, nietos, 
bisnietos y los demás 
que vengan”  

- El agua es necesaria 
para el trabajo y la vida 
humana, de flora y 
fauna  

- Consulta popular�- 
nosotros también 
llegamos a las veredas a 
dialogar sobre los 
impactos del proyecto y 
la gente poco a poco nos 
fue tomando la idea�- 
Cabildo  

 

La Zona de Reserva 
Campesina es una figura 
que ha permitido a los 
campesinos del 
municipio, luchar por el 
derecho al territorio y 
mantener viva la 
vocación agropecuaria 
de Cabrera, por encima 
de intereses externos 
que buscan apropiarse 
de los recursos naturales 
y el agua.  

- Justicia Social y Ambiental, 
contra la mercantilización de la 
vida y en defensa de los bienes 
comunes  

- Armonía entre sociedad y 
naturaleza  

- Visión de desarrollo 
ecológico, económico y social, 
partiendo de la visión cultural, 
desde la practicas ancestrales, 
tradicionales, y las formas de 
organización social de los 
pueblos.  

Comité de 
impulso 
ZRC   

- "Despojo, 
expropiación, 
desplazamiento 
forzado, destrucción y 
contaminación de ríos, 
ecosistemas frágiles"  

Es un bien común�- 
agua y tierra son un 
derecho  

- Cabildo abierto��

- Consulta Popular��

- Foro por el agua 

. - Caravanas por el 
agua  

 

- Figura que da la 
autonomía y la 
concertación a los 
territorios��

- Es una forma de uno 
arraigarse más a nuestro 
territorio, conociendo 
todos esos saberes que 
tienen nuestros 

- Derecho a la tierra como una 
manera de impulsar la 
protección y la promoción de 
una cuestión social clave: 
el�reconocimiento a las 
poblaciones locales sobre el 
derecho al uso, la propiedad 
y�el control de los desarrollos 
realizados en sus propias 
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antepasados y seguirlas 
cultivando, además de la 
defensa de las fuentes 
hídricas, entonces la 
figura ha servido para 
darnos de cuenta de la 
importancia del páramo, 
mucha gente viene, 
ustedes o del exterior y 
tiene bien 
georreferenciado la 
importancia del Páramo 
de Sumapaz, nosotros 
no sabíamos de la 
riqueza tan grande que 
teníamos al lado de 
nosotros.  

- “Esta figura puede unir 
en torno de un bien 
común a todos los 
sectores. Sin 
discriminación alguna, 
nos reunió a todos en 
torno a la defensa del 
río Sumapaz” 

tierras.  

JAC Peñas 
Blancas   

El proyecto de El Paso 
afectaria la vocación 
agrupecuaria del 
municipio de 
Cabrera.�Como se 
conocio en dialogo con 
representantes de otros 
municipios donde la 
empresa Emgesa de 
manera previa ha 
llevado a cabo 
proyectos 
hidroelectricos, el caso 
de El Quimbo y 
Amoya, la construcción 
de la represa traeria 
serias afectaciones 
sociales, que destruirian 
la esencia cultural, 
ancestral e historica de 
estas veredas. 
Problematicas como el 
desplazamiento, la 
prostitución, la 
desaparición del trabajo 
en las fincas, son 

El territorio antes de la 
llegada de los españoles, 
fue habitado por las 
tribus indigenas sutagos 
y muiscas, en la vereda 
de Peás es comun 
encontrar en fincas 
cuando la gente escaba 
o remueve la tierra para 
cultivar, hallar vestigios 
y restos de estas 
culturas. Por eso para 
los habitantes de esta 
parte de Cabrera, el 
territorio no solo tiene 
importancia como 
medio de subsistencia a 
partir de sus formas de 
producción, sino que 
tiene un valor historico 
y de memoria porque 
allí se pueden encontrar 
restos y señales de vida 
ancestral en la zona.  

En la Escuela de la 
Vereda se llevo a cabo 
una reunión en el año 
2014, justo se programo 
con una visita y 
encuentro que habia 
programado Emgesa 
para socializar con la 
comunidades 
directamente afectadas 
la evaluación y 
factiblidad del proyecto 
El Paso. La comunidad 
ya previamente 
preparada, recibio a los 
funcionarios de la 
empresa con carteles y 
mensajes a alusivos al 
respeto por la 
naturaleza, por los 
recursos naturales y la 
autonomia de las 
comunidades a decidir y 
participar sobre su 

 

Desde bastantes años 
atras la comunidad 
sentia la amenza y 
posibilidad, que agentes 
externos al municipio 
llegaron con la 
posibilidad de intervenir 
sobre el Río Sumapaz 
para el aprovechamiento 
desde mismo. La señora 
Gladys Romero, 
considera que la 
constitución de la zona 
de reserva campesina 
para Cabrera, se 
gestiono como la 
posibilidad de salva 
guardar esa riqueza 
ancestral, cultural y 
natural que han 
heredado de sus 
antepasados.  
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algunos de los 
fenomenos que se 
considera podrian llegar 
al municipio con la 
contrucción del 
proyecto.  

territorio.  

-Foro por el agua 

 -Cabildo Abierto  

- Consulta Popular  

JAC Pueblo 
Viejo  

- EMGESA les decía 
que que eso iba a ser 
la maravilla aquí en 
Cabrera, que sí va a 
ser lo mejor, que iba a 
haber empleo, que 
iban a dar más o 
menos 200 a 400 
empleos directos con 
un sueldo muy 
importante.  

“Que a futuro no nos va 
a quedar agua y se iría a 
subir la temperatura y 
de ahí pues habría una 
serie desplazamiento. “ 

“El territorio es donde 
uno está y pues como tal 
pues no es que lo 
defiende a uno, sino que 
uno se siente feliz donde 
le vaya bien; y cómo tal 
es un territorio 
defendible desde todo 
punto de vista porque es 
un territorio altamente 
productivo, y sobre 
todo, contener alta 
producción hídrica” 

“Hacíamos reuniones de 
diferentes comunidades 
en sectores estratégicos 
para para hacer 
conciencia a las demás 
personas que de una u 
otra manera iban a salir 
afectadas.” 

 

“Importante para la 
distribución de la tierra. 
De otro lado pues 
también apunta a que 
cualquier proyecto tales 
como minero-energética 
se tome con la decisión 
con hacer una consulta 
con una comunidad para 
que eso suceda.” 

 

JAC La 
Cascada   

- La intervención de la 
empresa Emgesa con la 
construcción del 
proyecto El Paso no 
solo altera el cauce 
normal del río, sino 
ademas para la 
construcción de su 
infraestructura y 
sistema de tuberias, se 
planteaba la perforación 
en la base de la 
montaña en la cara de la 
vereda la Cascada 1° 
casa de maquinas, hasta 
la siguiente cara de la 
montaña decenas de 
metros abajo donde 
instalaria la segunda 
casa de maquina en la 
vereda Peñas Blancas. 
La perforación de la 
montaña afectaria con 
el ciclo normal y 
natural de 14 nacederos 
que se desprenden 
desde la parte alta de la 
montaña y abastecen 
tanto a la fincas de la 

El territorio es como si 
fuera mi casa si nosotros 
no lo cuidamos y 
velamos por su 
mantenimiento entonces 
de que vamos a vivir si 
nuestra vocación es 
campesina, el 
campesino sin tierra y 
sin agricultura no vive, 
tendriamos que irnos de 
acá y dedicarnos a 
oficios que nunca 
hemos realizado, es 
arrebatarle su vida y su 
manera de existir"  

-Reunión en la Escuela 
de Peñas Blancas donde 
se advirtio a las 
funcionarios de la 
empresa Emgesa y de la 
CAR, que el proyecto 
no era del interes de la 
comunidad, que por el 
contrario acabaria con la 
vida y formas de 
subsistencia de la gente 
de la zona.  

- Consulta Popular  

 

La figura de la ZRC ha 
permitido a la 
comunidad de manera 
organizada llevar a cabo 
acciones y estrategias 
para expresar el 
descontento y 
desacuerdo con 
proyectos externo como 
el de la hidroelectrica El 
Paso.  
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parte baja de la vereda 
como al cauce del Río 
Sumapaz, ademas de 
arrazar con el 
ecosistema biotico de 
distantas especies de 
flora y fauna.  

- La construcción del 
proyecto deja ver cual 
son las prioridades para 
el Estado y el Gobierno 
en cuanto a 
infraestructura, los 
campesinos de estas 
veredas sienten la 
ausencia de las 
instituciones porque no 
apoyan las iniciativas 
locales de 
emprendimiento y 
producción, mientras a 
las empresas 
extranjeras no solo les 
permiten aprovechar de 
los recursos naturales 
sino que son libreradas 
de gran carga y 
compromiso de 
impuestos.  

Gobierno 
Nacional  

- Es un esfuerzo 
representante de una 
de las locomotoras del 
crecimiento.�- Genera 
ganancias en terminos 
de regalias�- 
posiciona al país 
dentro del 
mercadointernacional  

- Aporta al 
crecimiento 
socioeconómico de la 
nación  

Implica la intervención 
de una fuente de agua 
para el consumo por 
humanos, fauna y flora 
y para la producción de 
alimentos  

- Son un bien público��

- Son fuente de 
crecimiento económico  

  
Zona de reserva y 
protección  

Crecimiento económico y 
social para alcanzar unos 
estandares globales (Cambio 
Climatico)  

Ministerio 
de Ambiente 
y Desarrollo 
Sostenible  

Trae beneficios 
económicos para la 
sociedad colombiana  

Puede ser un problema 
pues restringe la oferta 
del recurso hidrico�- 
genera problemas de 
disponibilidad, 

- El agua es un bien 
natural de uso pú blico 
administrado por el 
Estado a través de las 
corporaciones autó 
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desabastecimiento y 
racionamiento de agua 
con sus consecuentes 
efectos nocivos sobre la 
calidad de vida de la 
població n y sus 
actividades econó 
micas  

nomas regionales, las de 
desarrollo sostenible y 
las autoridades 
ambientales urbanas  

- El agua se convierte en 
un insumo esencial que 
entra directamente en la 
funció n de producció n 
industrial, agrıć ola, 
hidroenergé tica y de las 
empresas de servicios 
pú blicos de acueducto  

- Recurso estratégico 
para el desarrollo social, 
cultural y econó mico 
del paıś  

Ministerio 
de 
Agricultura 
y Desarrollo 
Rural  

 

Afecta las actividades 
agropecuarias y el 
desarrollo rural��

- La producción de 
alimentos es prioritaria 
en sectores rurales  

     

ANZORC  
 

Como organización que 
trabaja por la 
construcción de la paz 
territorial y los 
derechos campesinos, 
ANZORC en su 
momento expreso su 
total desacuerdo con la 
construcción del 
proyecto 
Hidroelectrico, 
aduciendo que este tipo 
de intervenciones 
desconocen al 
campesino como sujeto 
politico, pues no se 
consula a la 
organización campesina 
para la planificación de 
la Hidroelectrica, 
desconociendo las 
logicas de vida y 
economicas campesina 
y vocación 

 

Acompaño la 
organización y 
realización de la 
consulta popular, donde 
las cabrerunas y 
cabrerunos, participaron 
masivamente para 
decidir sobre la 
construcción del 
proyecto hidroelectrico 
de El Paso.  

 

Como organización que 
trabaja por el 
reconocimiento de los 
derechos campesinos, 
ANZORC considera la 
que la figura de la ZRC, 
es la posibilidad para las 
economias campesinas y 
la participación politica 
del campesino sea 
reconocida por la 
institucionalidad y el 
Estado, a fin de lograr 
una reforma rural 
integral y la 
democratización justa 
de la tierra en 
Colombia.  
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agropecuaria que 
caracterizan al 
municipio. Altera la 
economia campesina 
del municipio 
generando otro tipo de 
dinamicas laborales las 
cuales no estan 
relacionadas con las 
necesidades de la 
población. El impacto 
ambiental tambien es 
uno de los factores, el 
cauce del río seria 
reducido, ademas de la 
afectación distintos 
nacederos y vertientes 
acuiferas que alimentan 
el río desde la copa de 
las montañas.  

Alcaldía 
municipal 
de Cabrera  

Representaba una 
ganancia de 
40millones de dólares    

 Consulta popular  
   

CAR  ,  

Pese a no pronunciarse 
al respeto, la entidad es 
la encargada a nivel 
nacional de controla y 
regular el bueno uso y 
manejo de los 
ecosistamas y de los 
recursos naturales. 
Actua como organismo 
independiente y gran 
parte de sus recursos 
provienen de las 
transferencias 
economicas, obtenidas 
del sector electrico. En 
las entrevistas con 
lideres de la Zona de 
Reserva Campesina y 
algunos campesinos de 
la veredas que 
directamente serian 
afectados con la 
costrucción de la 
hidroelectrica, fueron 
claros a traves de su 
experiencia por 
aquellos días, que la 
Corporación Autonoma 

Segun en la Ley 99 de 
de 1993, las CAR 
asumen la mayor 
responsabilidad como 
autoridad ambiental,�lo 
que las convierte en 
entidades encargadas de 
“administrar, dentro del 
área de su jurisdicción, 
el medio ambiente y los 
recursos naturales 
renovables e 
igualmente, propender 
por su desarrollo 
sostenible, de 
conformidad con las 
disposiciones legales y 
las políticas del 
Ministerio del Medio 
Ambiente”. En este 
orden, las CAR son un 
ente corporativo y 
juridico, encargado de 
formular mecanismo y 
estrategias que permitan 
una adecuada 
gobernabilidad y 

  

Emitió concepto 
favorable a la propuesta 
de constitución y 
delimitación de la ZRC, 
supeditándola a�los 
lineamientos dados por 
el Plan de 
Ordenamiento 
Territorial con respecto 
al componente 
ambiental y 
concretamente a la zona 
de amortiguación del 
Parque�Nacional de 
Sumapaz y las áreas 
circundantes. En su 
propuesta de Esquema 
de Ordenaiento 
Territorial para el 
municipio, planean 
ajustar los limites de 
PNNS, por la cual 
implicaria la inclusión 
de buena parte del 
municipio de Cabrera al 
perimetro del parque, lo 
cual transformaria la 
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Regional de 
Cundinamarca CAR, 
nunca preseto de 
manera formal una 
postura en contra de la 
justificación por parte 
de Emgesa para la 
Construcción de la 
Hidroelectrica. Por el 
contrario, la relación 
con los lideres y los 
campesinos de las 
veredas siempre fue 
tensa. Como lo dijo en 
entrevista el señor 
Alfonso Peñalosa, "los 
de CAR aparecen 
cuando uno tala un 
arbol de eucalitpto que 
se sabe tiene impactos 
en el suelo y altera su 
fertilidad, al punto de 
multarno o sancionarlo 
a uno. Pero cuando se 
trata de los recursos 
naturales de los cuales 
vivimos los campesinos 
como el caso del agua, 
no se pronuncian y mas 
aun llegan 
acompañando a los 
funcionarios de la 
empresa EMGESA".  

desentralización entre el 
Estado y los territorios, 
garantizando la 
participación de actores 
territoriales y sectores 
sociales que tienen 
competencia en la 
gestión y planificación 
del territorio.  

posibilidad de usos y 
manejo sobre el 
territorio en la ZRC.  

Colectivo 
Abya Yala   

El colectivo Abya Yala 
es una organización y 
red social que trabaja 
en clave 
Latinoamericana por la 
defensa de los derechos 
campesinos, afros, 
indigenas sobre sus 
territorios y formas de 
vida. Por ende el 
colectivo acompaño y 
asesora a la Zona de 
Reserva Campesina a 
defender su territorio 
contra las 
implementación de EL 
Paso que atentaba 
contra la estabilidad 
ambiental y social de la 

Para el colectivo Abya 
Yala las comunidades 
viven de simbolismos y 
expresiones, donde el 
territorio adquiere un 
valor politico y 
soberano, que inspira a 
las comunidades a 
buscar lineas de trabajo 
que fortalezcan la 
autonomia territorial, 
para llevar de manera 
publica y amplia la 
experiencia de entender 
y relacionarse con la 
tierra y el territorio de 
manera diversa y plural, 
con la apuesta de 
posicionar modelos de 

Caminatas ecologicas 
para resignificar el 
territorio, mostrando 
que las montañas, el río, 
la vegetación, el paisaje, 
hacen de Cabrera una 
zona con vocación 
agropecuaria. En el 
evento participaron 
aproximadamente 180 
personas, que 
manisfestaron su 
desacuerdo a la 
construcción de la 
hidroelectrica, y los 
cambios socio 
economicos que podria 
traer para el munipio, 
donde los jovenes serian 

 

La Zona de Reserva 
Campesina es el fruto y 
logro de la lucha 
campesina, por la 
autonomia de la 
comunidad a decidir y 
participar sobre su 
territorio. La figura es 
un peldaño y una meta, 
que tiene que seguir 
siendo cultivaba y 
trabajada por las nueva  
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comunidad.  

La multinacional de 
capital mixto 
EMGESA-ENEL, ha 
desplazado 
comunidades y 
destruido ecosistemas 
estratégicos en otras 
partes del territorio 
nacional, los estudios 
de factibilidad e 
impacto ambiental para 
la construcción de 
micro centrales 
hidroeléctricas a filo de 
agua en el Río Sumapaz 
se hicieron 
desconociendo la 
participación de la 
comunidad, a sabiendas 
que en el poder 
constituyente se ha 
decidido que, este tipo 
de proyectos atenta 
contra el desarrollo 
humano, comunitario, 
económico y territorial 
de la Zona de reserva 
Campesina, y por tanto 
no es viable la 
explotación y 
privatización de nuestro 
rio.  

vida independientes y 
alternativos.  

empleados como 
operarios y trabajadores 
de la multinacional 
EMGESA, solo por el 
breve tiempo que 
durarian las obras, 
quedando sin ninguna 
proyección y esperanza 
productiva a futuro.  

 
 


